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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	1. 

06-6572-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Joaquín Zumbado Zumbado


	31-05-06
	PLAZO PARA REAPERTURA DE CASOS EN EL INS

-Artículo 264 párrafo segundo del Código de Trabajo

La reapertura de los casos en el INS, ser á admisible dentro de los dos años posteriores a la orden de alta y así sucesivamente a partir de la fecha del último informe, sin exceder un término de cinco años a partir del primer dictamen final. 



	2. 

06-6450-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rorberto Suñol Prego

Agrícola Industrial Centroamericana SA.
	31-05-06
	EMBARGO PREVENTIVO. ACTO JURISDICCIONAL. 

-Acto subjetivo del Juez Tercero Civil de Mayor Cuantía de San José en aplicación al artículo 273 del Código Procesal Civil.

Se deniega embargo preventivo, aduciendo que la garantía no es idónea.



	3.

06-6315-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eblin Ayub Hosre

Jorge Ayub Dau SA


	31-05-06
	RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS SOBRE AJUSTES DE DECLARACIONES DE RENTA Y VENTA.

-Resolución interlocutoria y sentencia dictada por el Tribunal Fiscal Administrativo de las 11:45 del 31-03-2004 y de las 10:00 horas del 04-04-2005.

Contra ajuste realizado por la Administración Tributaria a declaraciones de renta y venta, en tanto interpretan que un recurso administrativo suspenden indefinidamente la prescripción, en tanto no se ponga fina  al controversia por sentencia final, y hasta el día primero de enero del año siguiente a la citada sentencia.



	4.

06-6383-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronald Enrique Chacón Carballo

Alpha Corporación Centroamericana SA


	30-05-06
	OTORGAMIENTO Y SUSPENSION DE LICENCIAS MUNICIPALES.

-Artículo 81 del Código Municipal

-Reglamento para la Definición de Conductas que se consideran contrarias a la ley, la moral y las buenas costumbres de la Municipalidad de San José. Publicado en La Gaceta No. 192 el 07-10-2003. 

La normativa reglamenta los artículos 81 y 81 bis del Código Municipal, al indicar cuáles son las conductas que constituyen una violación a la ley, la moral y las buenas costumbres, a efecto de justificar sus actuaciones tanto en el otorgamiento de licencias nuevas como para las cancelaciones de patentes vigentes. Se establece la suspensión de licencias municipales en casos de falta de pago de dos o más trimestres.



	5.

06-6205-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edith Gerardo cc María Edith Jiménez Alfaro
	26-03-06
	IMPUESTO POR CADA SEMOVIENTE SACRIFICADO

-Artículo 7 de la Ley de Creación de la Corporación Ganadera. No. 7837.

Se establece un tributo por cada semoviente sacrificado para el consumo interno, la exportación y las exportaciones de ganado bovino en pie, de hasta de dos dólares de Estados Unidos, o su equivalente en moneda nacional.



	6.

06-6083-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lisbeth Quesada Tristan

Defensora de los Habitantes


	24-05-06
	REQUISITOS PARA EDIFICIOS DE REUNION PÚBLICA.

-Modificación del Reglamento de Construcciones. Publicado en La Gaceta No. 217 del 10-11-2005.

El nuevo reglamento permite que los edificios de reunión pública con capacidad hasta de 250 personas, no guarden retiros con las propiedades colindantes, lo cual se considera que atenta contra la vida, la seguridad y la salud de los vecinos, dependiendo de la actividad que se desarrolle. 



	7.

06-5978-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Luis Redondo Gutiérrez
	22-05-06
	ABORTO SIN CONSENTIMIENTO

-Artículo 118 inciso 1) del Código Penal. 

Se juzgó al imputado por  causar aborto de su esposa sin su consentimiento, acusa que los Tribunales malinterpretan y aplican la sanción cuando el feto no había alcanzado seis meses de vida intrauterina.



	8.

06-5887-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar López Arias 

Diputado del Par-tido Accesibilidad Sin Exclusión (PASE)


	18-05-06
	NOMBRAMIENTO DE COMISIONES PERMANENTES ESPEFCIALES EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA.

Artículos 27 incisos 2) y 3), 65 y 86 párrafo segundo del Reglamento de la Asamblea Legislativa.

Se impugna la facultad que tiene el Presidente de la Asamblea Legislativa de nombrar las Comisiones Permanentes Especiales, así como la distribución de los expedientes que cada una de ellas deba conocer.



	9.

06-5871-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Andrés Zapparolli Arrieta

Lammar Gresham Moore

Goleen R ocas SA


	18-05-06
	ANOTACION REGISTRAL DE FINCAS POR PROCESO PENAL

-Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en materia de anotaciones penales sobre inmuebles. 

Asegura que no se protegen los derechos del adquirente de buena fe. 



	10.

06-5845-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Diego Jiménez Jiménez

Electromecánica Constructora EMCO S.A.


	17-05-06
	PAGO DE COSTAS Y HONORARIOS EN PROCESOS DE ARBITRAJE EN A Y A. 

-Artículo 368 de las Normas Generales de Licitación y Contrato para Obras de Construcción del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.

Los costos y honorarios del arbitraje serán fijados de antemano por el juez y pagados por la parte que haya presentado la demanda, sin perjuicio de su derecho de ser reembolsado cuando así lo determine la sentencia final. 



	11.

06-5780-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Flory Moncada García

Minas Moncada SA
	16-05-06
	COBRO DE CANONES Y MULTAS A CONCESIONES DE EXPLOTACION MINERA

-Artículos 55 y 127 del Código de Minería. 

Cobro de cánones de concesiones de  explotación minera, que a juicio de la recurrente son muy altos. Se impugna también el monto excesivo de la multa, por el no pago de la tarifa respectiva. 



	12.

06-5758-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	German Quintero Ovalles

Insecticidas Internacionales de Costa Rica SA
	15-05-06
	INFORME DE CONTRALORIA SOBRE CONTROL DE PLAGUICIDAS AGRICOLAS.

-Informe DFOE-AM-19-2004 del 20 de octubre del 2004 de la Contraloría General de la República. 

Sobre la evaluación de la gestión del Estado en relación con el control de plaguicidas agrícolas. Considera que la Contraloría extiende cada vez más, de hecho sus atribuciones. 



	13.

06-5609-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael Angel Guillén Elizondo
	11-05-06
	ANULACION DE CREDENCIALES A ALCALDE 

-Reglamento sobre la cancelación o anulación de credenciales municipales. 

-Resolución 1276-M-2006 del Tribunal Supremo de Elecciones

Le cancelaron la credencial al Alcalde propietario de la Municipalidad de Nicoya, por no seguir procedimiento establecido en contrataciones administrativas realizadas. Se alega que la sanción del TSE, se dio sin debido proceso. Asegura que en el Reglamento no se contemplan la interposición de recursos contra lo resuelto.



	14.

06-5614-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Leñero Testart

Aldesa Sociedad Fondos de Inversión SA.


	11-05-06
	INFRACCIONES LEVES IMPUESTAS POR SUGEVAL

-Artículo 161 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. No. 7732 del 17-12-1997. Publicada en La Gaceta No. 18 del 27-01-1998. 

No se definen conductas sancionables (faltas leves), que puede imponer SUGEVAL, dando con ello amplia discrecionalidad. Deber de conservar documentación mínima relativa a los inversionistas.

 

	15.

06-5451-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ricardo Barquero Barquero

Barquero y Barquero SA
	09-05-06
	EXONERACION DE IMPUESTOS AL IMAS

-Artículo 31 de la Ley 4760 del 04 de mayo de 1971. Ley de Creación del Instituto Mixto de Ayuda Social. 

Dirección General de Tributación Directa cobró a proveedor del IMAS impuestos, aduciendo que esa entidad no se encuentra exonerada de impuestos en compra de computadoras, ahora la institución se niega a cancelarle lo que pagó. 



	16.

06-5442-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alina Nassar Jorge

Canon Latin America Inc.
	05-05-06
	NO SE ADMITE APELACION CONTRA ADMISION DE PRUEBA.

-Artículo 329 del Código Procesal Civil. Ley NO. 7130 del 16 de agosto de 1989.

Resolución que admite prueba en proceso civil no tiene apelación.



	17.

06-5438-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Daniel Arrieta Arece
	05-05-06
	PLAZO PARA SOLICITAR DIVORCIO POR MUTUO CONSENTIMIENTO.

-Artículo 60 del Código de Familia. 

Se tramitan divorcios por mutuo consentimiento, al cumplirse mínimo dos años desde la celebración del matrimonio. 



	18.

06-5368-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Santiesteban Portal
	05-05-06
	REVOCATORIA DE INSTANCIA FUERA DEL PLAZO. 

-Jurisprudencia del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, sobre el artículo 17 párrafo 4 del Código Procesal Penal. 

Se rechaza solicitud de revocatoria de la instancia, formulada por la ofendida, porque se hizo después de acordarse la apertura a juicio. 



	19.

06-5252-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Stefano Santini
	04-05-06
	LIMITAN CONCESIONES A EXTRANJEROS EN ZONA MARITIMO TERRESTRE.

-Artículo 47 incisos a), c), ch), d) y el último párrafo de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre. Ley Número 6043 del 02-03 de 1977.

-Artículo 25 incisos a), c), ch) y d) del Reglamento a la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre. Decreto Ejecutivo No. 7841 del 16-12-1977. 

No se permite a extranjeros se concesionarios de terrenos ubicados en la zona marítimo terrestre.



	20.

06-5228-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Manuel Ortega Jiménez

Defensor Público
	03-05-06
	INVESTIGACION Y ACUSACION DE MENORES DE EDAD AUSENTES

-Artículos 50 y 75 inciso a) de la Ley de Justicia Penal Juvenil. 

Las normas impugnadas permiten que se formule una acusación contra un menor con sólo la denuncia, sin que exista una investigación, sin que haya sido individualizada la persona e intimada. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE

VOTO
	FECHA DE

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO

	06-04179-0007-CO

Voto 2006-05970

	03-05-06
	. A las quince horas con nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Familia de San José en lo referente al Código de la Niñez y la Adolescencia, artículo 142 en relación con la sentencia 3669-06. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	06-03571-0007-CO
Voto 2006-05971

	03-05-06
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Eduardo Rivel Loría en contra del artículo 43 del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad, y otras normas. Se rechaza de plano la acción.-


	06-03467-0007-CO
Voto 2006-05972

	03-05-06
	A las quince horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Edwin Navarro Padilla en contra de los párrafos segundo y tercero del artículo 455 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	06-03109-0007-CO
Voto 2006-05973

	03-05-06
	A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Agencia Aduanal Servicios Neptuno Sociedad Anónima, en contra del Procedimiento de Determinación de Impuestos, el artículo 36 de la Ley General de Aduanas y el artículo 17 del CAUCA III. Se rechaza de plano la acción.-



	05-16486-0007-CO
Voto 2006-05974

	03-05-06
	A las quince horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Araya Solano en contra de la Ley número 7242 que reformó el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley 7425 y sus reformas, denominada “Ley de Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las Comunicaciones”. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-15165-0007-CO
Voto 2006-05975

	03-05-06
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alcalde Municipal de Talamanca en contra del DE 16164 MAG, DE 29019-MINAE, y otros. Se rechaza por el fondo el recurso en relación con el Decreto 32753-MINAE. En lo demás, se rechaza de plano.-



	05-14773-0007-CO
Voto 2006-05976

	03-05-06
	 A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Antonio Casafont Odor en contra del artículo 141 y concordantes; y 158 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-



	04-01673-0007-CO

Voto 2006-05977

	03-05-06
	A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Marcelo Serrano Castro en contra del artículo 7 de la Ley de Imprenta. Se declara sin lugar la acción.-

La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.-



	06-04198-0007-CO

Voto 2006-06060

	05-05-06
	A las ocho horas con cincuenta y nueve minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974, sus protocolos y enmiendas (SOLAS-74). Se evacua la consulta formulada en el sentido de que es inconstitucional aprobar el Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974, sus protocolos y sus enmiendas (SOLAS-74), expediente legislativo número 15.543 con un texto incompleto. Notifíquese.-



	06-04794-0007-CO

Voto 2006-06340

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y un minutos. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros Diputados en lo referente a la Reforma al artículo 2 de la Ley número 7531 del 13 de julio de 1995” Expediente Legislativo número 15295. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	06-01921-0007-CO

Voto 2006-6341

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la Cláusula 22.3 del Convenio Colectivo suscrito por UNEIDA y el Instituto de Desarrollo Agrario. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	06-04563-0007-CO

Voto 2006-06342

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Danilo Loaiza Bolandi en contra de la resolución de las 11:00 horas del 17 de febrero de 2004, del Juzgado Notarial. Se rechaza de plano la acción.-



	06-04668-0007-CO

Voto 2006-06343

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. David Esteban Mora Cubero en contra del artículo 584, incisos 2 y 4, del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	06-04503-0007-CO

Voto 2006-06344

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jerry Ten Brink Tabah en contra de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales, artículo 2 inciso 3). Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-12513-0007-CO

Voto 2006-06345

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alfredo José Monge Fallas en contra del Procedimiento para Reconocimiento de Título. Procedimiento Interno para el Estudio de las Solicitudes de Reconocimiento y Equiparación de Títulos de la Escuela de Medicina. Se declara sin lugar la acción.-  

	04-05216-0007-CO

Voto 2006-06346

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación de Desarrollo Integral de Barrio El Bosque en contra de los artículos 8.5, 8.6 y 19 que reformaron al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de San Rafael de Oreamuno, publicado en La Gaceta del 13 de diciembre de 1999. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 19 que reformó el Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de San Rafael de Oreamuno publicado en La Gaceta del 13 de diciembre de 1999. Esta declaración tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de entrada en vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. En cuanto al artículo 8.5 del mismo Reglamento impugnado, se declara que este no resulta inconstitucional, si se interpreta que cuando se indica en la frase “independiente de la zona en que se ubique”, se refiere únicamente a zonas establecidas para uso habitacional. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Notifíquese.-


	03-05204-0007-CO

Voto 2006-06347

	10-05-06
	A las dieciséis horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Mora Villalobos en contra del artículo 48 del Reglamento “Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social”. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional, el artículo 48 del Reglamento denominado “Normativa de Relaciones Laborales” emitido y aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en sesiones números 7217 y 7234 de veintitrés de mayo y treinta de junio, ambos de mil novecientos noventa y ocho, artículos 23 y 1°, respectivamente, publicado en La Gaceta número 137 de dieciséis de julio de mil novecientos noventa y ocho. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, lo que implica que los trabajadores no están obligados a reintegrar el porcentaje no pagado de la cuota obrera para el régimen de Enfermedad y Maternidad, con anterioridad al dictado de esta sentencia. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	05-16566-0007-CO

Voto 2006-06350

	10-05-06
	A las diecisiete horas con uno minutos. Acción de Inconstitucionalidad. David Esteban Mora Cubero en contra de los incisos 2) y 4) del artículo 584 del Código Procesal Civil. No ha lugar a la gestión formulada.-

	06-03584-0007-CO

Voto 2006-06589

	12-05-06
	A las doce horas con veintiocho minutos. Consulta Legislativa. Emilia María Rodríguez Arias y otros en lo referente al Proyecto de “Autorización para la condonación tributaria del régimen municipal”, expediente legislativo número 15.174. Se evacua la consulta en el sentido que, respecto del proyecto de "Autorización para la condonación tributaria del régimen municipal", expediente legislativo número 15.174, no se observan los vicios de procedimiento y de fondo acusados por la y los consultantes. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el proyecto de ley es inconstitucional.- 

	04-03934-0007-CO

Voto 2006-06727

	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros Diputados en contra de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el texto “sin límite de años”, contenido en el artículo 20 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Protección Social de San José. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese4 íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	03-05738-0007-CO

Voto 2006-06728

	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Mora Villalobos en contra del artículo 92.1 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 92 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz y el Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones (SITET) firmada el treinta de agosto de mil novecientos noventa y cinco. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	03-08459-0007-CO

Voto 2006-06729

	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Manuel Echandi Meza en contra de los artículos 9, 49, 53 y 77 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan en su totalidad los artículos 44, 59 y 68 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Asimismo, se anulan el párrafo 2° del artículo 57 y todo el artículo 70, con excepción del párrafo inicial y el acápite 2.2.5 del inciso 2° de dicho artículo. El acápite 2.2.5 del inciso 2° del artículo 70 se interpreta, conforme a la Constitución, en el sentido que la ayuda por fallecimiento del trabajador puede ser otorgada, pero debe estar debidamente reglamentada, y los montos que se asignen deben ser razonables y sujetos a control. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-  La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-

	03-09903-0007-CO

Voto 2006-06730

	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra de la Convención Colectiva de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el texto: “En casos excepcionales a juicio de JAPDEVA, este plazo de (10) DIEZ AÑOS podrá reducirse” contenido en el párrafo 3° del artículo 7 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. El artículo 53 debe ser interpretado, conforme a la Constitución, en el sentido que el monto negociado por la Junta para compensar el costo de vida de acuerdo con el índice de precios al consumidor de la zona caribe, puede ascender hasta la cifra residual de dicho importe, una vez restado el aumento decretado por el Poder Ejecutivo. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Notifíquese.-  La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	05-16351-0007-CO

Voto 2006-06731

	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fundación para el Progreso de las Personas Ciegas en contra del Decreto 17-2005 del Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza de plano la acción.-  Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-

	06-04016-0007-CO

Voto 2006-06732

	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Consulta Legislativa. Carlos Herrera Calvo y otros Diputados en lo referente a la aprobación de los Proyectos de Ley que se tramitan en los expedientes legislativos 15.264, 15.640, 15.840, 15.883 y 15.647. Se evacua la consulta facultativa en el sentido que el procedimiento legislativo seguido para la aprobación de los Proyectos de Ley: 1°) Expediente Legislativo Nº 15.264, Autorización a la Municipalidad de Puntarenas para que segregue y done un terreno de su propiedad al Instituto de Educación Comunitaria de Puntarenas Fray Casiano de Madrid; 2°) Expediente legislativo Nº 15.340, Autorización al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo para segregar y donar lotes a varias entidades públicas y privadas y autorización a la Dirección General de Asignaciones Familiares a condonar la deuda del INVU; 3°) Expediente legislativo Nº 15.840, Autorización al Concejo Municipal de Distrito de Cervantes de Alvarado a donar y segregar dos terrenos de su propiedad; 4°) Expediente legislativo Nº 15.667, Autorización al BANVHI para que done a título gratuito un terreno de su propiedad a la Asociación Manos Unidas de Grecia; 5°) Expediente legislativo Nº 15.647, Autorización a la Municipalidad de Guácimo para que done un lote de su propiedad al INA, Regional Huetar Atlántica, Centro Regional Polivalente de Guácimo, no son inconstitucionales. Respecto al proyecto de Autorización al Estado costarricense para que segregue y done un terreno de su propiedad al Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí, tramitado en expediente legislativo Nº 15.883, la consulta resulta inadmisible. Notifíquese a los diputados consultantes y a la Presidencia de la Asamblea Legislativa.-

	03-00758-0007-CO

Voto 2006-06733

	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Vinicio Cascante Zúñiga en contra de los Incisos a) y c) del artículo 3, artículos 5, 6, 18 y 20 de la Ley número 7106 y artículos 1 incisos b) y c), 12, 22 inciso b) y artículo 30 del Decreto Ejecutivo número 19026-P del 30 de mayo de 1989. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan el artículo 3°, incisos a) y c), la palabra "activo" contenido en el artículo 5°, el artículo 6, la palabra "activo" contenida en el párrafo primero del artículo 18, la palabra "activos" contenida en el párrafo primero del artículo 20, todos de la Ley N° 7106. También resultan inconstitucionales los incisos b) y c) del artículo 1°, el artículo 12, el artículo 22 inciso b), la palabra "activo" contenida en el párrafo primero del artículo 30 y el párrafo segundo completo del artículo 30 todos del Decreto Ejecutivo N° 19026-P del 30 de mayo de 1989. De conformidad con el artículo 89 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por conexidad y consecuencia se anulan el párrafo segundo inciso a) y el párrafo tercero inciso c) del artículo 3 de la Ley N° 7106, la palabra "activo" y/o "activos" contenidas en los incisos e), f) y g) del artículo 1° y el inciso d) del artículo 22, del Decreto Ejecutivo N° 19026 del 30 de mayo de 1989. Esta sentencia tiene efectos declarativos retroactivos a la fecha de vigencia de las normas afectadas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	05-15181-0007-CO

Voto 2006-06734
	17-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Dora Hernández Sequeira, Karina Bulgarelli Fuentes y otras en contra del artículo 83 de la Ley de Presupuesto Extraordinario de la República (N° 7015) modificado por el artículo 40 de la Ley de Presupuesto Extraordinario de la República número 7040 y artículos 4, 8 y 21 del Decreto Ejecutivo número 24782-MEP. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anulan el artículo 83 de la Ley N° 7015 y su reforma (artículo 40 de la Ley N° 7040) así como el Decreto Ejecutivo N° 24782 en su totalidad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	06-04357-0007-CO

Voto 2006-06735
	17-05-06
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José María Porras Madrigal en contra del Reglamento para Licencias Municipales de la Municipalidad de Escazú, artículos 4, 5, 90 y 91 incisos d) y b). Se rechaza de plano la acción.- 

	06-04339-0007-CO

Voto 2006-06736
	17-05-06
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Vera Violeta Bonilla Poveda en contra de la Ley General de Policía, artículo 89. Se rechaza de plano la acción.-

	06-04658-0007-CO

Voto 2006-06737
	17-05-06
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Meing Li Limitada, en contra de los artículos 3, 4 y 5 del Reglamento de Máquinas para Juegos. Se rechaza por el fondo la acción.-

	06-04177-0007-CO

Voto 2006-06738
	17-05-06
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia en lo referente al proceso de revisión de Franklin Ortega Pérez. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que a) no forma parte del debido proceso un derecho a conciliación o al proceso abreviado; b) las infracciones que puedan haber ocurrido al realizarse la primera indagatoria no afectan por sí mismas el debido proceso que cabe proteger a través del proceso de revisión de la sentencia penal por infracción al debido proceso, recogido en nuestra actual legislación procesal penal.-

	03-09633-0007-CO

Voto 2006-07261
	23-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo en contra de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan los artículos 27 inciso i), 44 en su párrafo final que dice: "En casos muy especiales, a juicio de la Gerencia, la beca comprenderá la asignación de subvenciones a los padres o hermanos del beneficiario que dependen económicamente de él, de manera única y exclusiva, si los hubiere." 134 y 137 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. El artículo 26 no es inconstitucional siempre que se interprete de conformidad a lo señalado en el Considerando IX de esta sentencia. En lo restante se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.-

	03-08127-0007-CO

Voto 2006-07262
	23-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yashín Castrillo Fernández en contra del inciso 6) del artículo 14 del Código de Familia. Se declara sin lugar la acción.-  El Magistrado Vargas salva el voto, y declara con lugar la acción con sus consecuencias.-   El Magistrado Jinesta salva el voto, y declara con lugar la acción, por lo que admite el matrimonio entre personas del mismo sexo, dejando a salvo algunos efectos jurídicos, tales como la adopción de menores de edad y la patria potestad compartida de estos. Notifíquese.-  El Magistrado Cruz pone nota.-

	05-07116-007-CO

Voto 2006-07263
	23-05-06
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra de la Ley número 2036 de 18 de julio de 1956 que reformó el artículo 96 de la Constitución Política. Se rechaza por el fondo la acción. Notifíquese esta sentencia a la Asamblea Legislativa y al Tribunal Supremo de Elecciones.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	EXPEDIENTE


	PARTES Y NORMAS IMPUGNADAS


	TEMA

	6-003310-0007-CO
	Gerardo Vega Arias contra la jurisprudencia reiterada del Tribunal Primero Civil que estima innecesaria la notificación de la demanda ejecutiva hipotecaria al tercer poseedor
Boletín Judicial 084-085-086 DE 03-04-05 DE MAYO DEL 2006.


	NOTIFICACION DE DEMANDA AL TERCER POSEEDOR.

La jurisprudencia  -como fuente normativa– impugnada se estima violatoria de los artículos 41 y 45 de la Constitución Política y 8 párrafo primero de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto, en forma arbitraria, y sin ningún sustento legal –al contrariar abiertamente lo dispuesto en los artículos 419 del Código Civil y 2 inciso 5) de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras comunicaciones– el debido proceso y el derecho de defensa, omitió de manera expresa, la notificación de la demanda ejecutiva al tercer poseedor. Advierte que el principio de publicidad nunca puede ir contra las normas fundamentales del Derecho de la Constitución, debiendo –más bien– ajustarse e interpretarse conforme a ellas. 



	06-003468-007-CO
	Yeiner Araya Salazar contra los incisos d) y f) del artículo 56 del Estatuto Social de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de la Comunidad de Ciudad Quesada R.L. (Coocique R.L.)

Boletín Judicial 084-085-086 DE 03-04-05 DE MAYO DEL 2006.


	REQUISITOS PARA ELECCION DE DIRECTORES EN COOPERATIVA. 

La normativa se impugna –únicamente–en tanto establece una diferenciación irrazonable y arbitraria en los miembros de esa organización, al distinguir entre socios activos y no activos, que  limita o impide la posibilidad del derecho de postularse como candidato del puesto de director del Consejo de la Cooperativa, a quienes se califiquen como socios inactivos, entendiendo por tales a quienes no participen en actividades de la cooperativa, no estén al día en sus obligaciones y no muestren interés en la asociación, sin que exista ningún acto de suspensión o expulsión de la cooperativa, tratándose de una categoría no definida en el Estatuto de la cooperativa.



	05-014174-0007-CO
	Oscar Vinicio Zamora Mora, contra los artículos 35 y 39 inciso a) del “Reglamento para los procesos de adopciones nacionales e internacionales” del Patronato Nacional de la Infancia, de 5 de enero del 2004.

Boletines Judiciales No. 98, 99 y 100 del 23, 24 y 25 de mayo del 2006.


	REQUISITOS PARA PROCESO DE ADOPCION.

Las normas se impugnan en cuanto, en criterio del accionante, establecen -por vía reglamentaria- una regulación de derechos fundamentales que extiende, agrava o restringe los requerimientos de la ley para los procesos de adopción por simple decisión administrativa, usurpando este reglamento del PANI funciones exclusivamente legislativas. En efecto, las referidas normas establecen restricciones que ni el Convenio de La Haya ni el Código de Familia contemplaron en su momento, relativo a la obligatoriedad de que el país en que residan los adoptantes necesariamente haya suscrito el mencionado Convenio; es decir, no existe en el Convenio de La Haya ninguna disposición que limite, prohíba o impida a un Estado contratante a llevar a cabo adopciones internacionales con otros Estados no contratantes, como lo pretende el Reglamento cuestionado, violando el principio de reserva legal. 



	06-004454-0007-CO
	José Miguel Corrales Bolaños contra acuerdo número 6284 adoptado por la Asamblea Legislativa en su sesión número 152 del tres de abril de este año, que autoriza el ingreso de una embarcación del servicio de guardacostas de los Estados Unidos de América que cumple las siguientes características: "USCGC ZEPHYR (WPC 8),  con longitud de cincuenta y tres metros, tripulación máxima de tres oficiales, 35 enlistados, embarcación artillada, sin aeronaves a bordo.  

Boletines Judiciales No. 98, 99 y 100 del 23, 24 y 25 de mayo del 2006.


	PERMISO PARA INGRESO DE EMBARCACION DE ESTADOS UNIDOS.

La normativa se impugna en cuanto estima el accionante que dicho Acuerdo, atenta contra la soberanía nacional. Ello, por cuanto, el permiso se brinda al amparo del "Acuerdo entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de los Estados Unidos de América para la cooperación para suprimir el tráfico ilícito (...)." Sin embargo, la embarcación participaría en la ejecución de un operativo marítimo conjunto en aguas del Mar Caribe costarricense, y posteriormente, continuaría con el desarrollo de actividades propias del patrullaje conjunto. Así las cosas, la redacción de ese permiso lleva a pensar que ese "operativo conjunto" no estaría amparado al Convenio de cita, lo que ocasiona una cesión indebida de la soberanía. Aduce que se viola el artículo 76 porque en nota adjunta a la solicitud de permiso remitida por el Ministerio de Seguridad Pública a la Asamblea Legislativa se presenta una nota titulada "traducción no oficial". Esta situación se aleja de los preceptos consagrados en el artículo 76 de la Constitución Política que determina que el español es el idioma oficial de la Nación. Se trata de una embarcación no incluida en la autorización aprobada por el Plenario Legislativo en su sesión número 129 del año dos mil seis. 




	4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	04-11636-0007-CO
Voto Nº 2006-3669
	Consulta Judicial de Constitucionalidad formulada por el Juzgado de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José.    Boletín Judicial No. 98 del 23 de mayo del 2006. 
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AMBIENTE 

7953-06. DESECHOS QUE DEJA CAMION DE LA BASURA. Alega el recurrente que todos los días, después de las diecisiete horas, el camión recolector de basura de la Municipalidad de San José, además de recolectar la basura, deja en todo su recorrido por la Avenida Central y alrededores, un mal olor en razón del derrame de agua sucia y contaminada por los desechos sólidos recolectados. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San José, que de forma inmediata, adopte las medidas requeridas para garantizar que los camiones recolectores de basura de la Municipalidad de San José, cuenten con las condiciones necesarias para que no se filtren líquidos en el proceso de recolección de basura y evitar los problemas de contaminación ambiental que ello provoca. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial   

7961-06. CONTAMINACIÓN EN RIO. En este caso, el recurrente acusa el daño ambiental causado por la empresa Fructa S.A. en las aguas del río Peje en abril de 2005, que produjo la muerte de una cantidad importante de peces y que podría incidir sobre las fuentes de agua potable de varias comunidades aledañas. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por lesión del derecho al ambiente y a la salud, por parte de Fructa CR S.A., el Ministerio de Salud y el Ministerio del Ambiente y Energía, debido a la contaminación del cauce del río Peje y a contaminación por olores. Además, se declara con lugar en contra de los Ministerios dichos por omisión de fiscalización de las fuentes de abastecimiento de agua para consumo humano del lugar. En lo demás, se declara sin lugar. Se ordena a la Ministra de Salud, al Ministro del Ambiente y Energía, y al Jefe Subregional de Siquirres-Matina, tomar, de inmediato, las medidas necesarias de supervisión de las fuentes de abastecimiento de agua para consumo humano que aquí interesan, debiendo mantener esa vigilancia, al menos, cada seis meses. Se condena al Estado y a Fructa CR S.A. al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados, los cuales se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo y civil, respectivamente. CL Parcial
7781-06. CONTAMINACIÓN QUE PRODUCE NEGOCIO. Alega el recurrente que un grupo de vecinos presentó una denuncia ante el Ministerio de Salud por el funcionamiento de Pizzería, Bar y Restaurante Ku-al, por la contaminación sónica generada por los televisores, equipos de sonido e incluso por los mismos clientes del local y el Ministerio de Salud emitió la orden sanitaria  donde se le previno a la propietaria del Bar, que suspendiera la realización de toda actividad comercial en la segunda planta del local, sin que se ejecute lo ordenado. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Municipalidad de Pérez Zeledón y la Dirección Regional del Ministerio de Salud en la Región Brunca y, en consecuencia, se ordena  a la Alcaldesa Municipal de Pérez Zeledón y al Director Regional del Ministerio de Salud en la Región Brunca, que de inmediato dispongan las medidas necesarias para garantizar eficazmente los derechos fundamentales de los amparados y, específicamente, deberán controlar la contaminación sónica que produzca el Bar KU-AL y ordenar el confinamiento del ruido. CL
7455-06. INSTALACION DE TORRE CELULAR EN RESIDENCIAL. Alega el recurrente que compró y construyó junto con su esposo en la urbanización Pinares, Residencial La Tranquilidad, su casa de habitación y se estipulaba en el contrato que los terrenos podían ser usados únicamente para uso residencial. Que en los lotes frente a su casa de habitación la empresa Ericsson pretende instalar una torre de telefonía celular GSM, produciendo con esto, contaminación visual, alterando las bellezas escénicas del lugar, contaminación del ambiente, por las ondas electromagnéticas y daño a su salud ya que no hay evidencia científica  probada que demuestre que éstas no sean dañinas, más bien, existe abundante evidencia científica reciente que demuestre los daños que estas ondas provoca en los seres humanos. SL
7562-06. PROBLEMAS DE AGUAS NEGRAS. Alega el recurrente que de la casa de sus vecinos se filtran aguas negras provenientes de su tanque séptico, y éstas discurren por la propiedad de los amparados. Además, corren aguas pluviales lo que provoca que la vivienda de los amparados se inunde y mantenga olores fétidos y acumulaciones de maleza que sirven como  criaderos de moscas  y  de  mosquitos -potenciales transmisores de muchas enfermedades-, lo cual representa un atentado contra la vida de los amparados y de otros vecinos que resienten esa contaminación. A pesar de que el Ministerio de Salud giró una orden sanitaria  no ha hecho nada para compelerla a cumplir lo ordenado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Pavas de la Región Central Sur del Ministerio de Salud, que en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de la presente resolución, utilice los mecanismos previstos en la Ley General de Salud, artículos 319, 320 y 321, y cualesquiera otros idóneos para solucionar, definitivamente, el problema de contaminación por filtración de aguas negras que aqueja a los amparados. CL
7594-06. PROBLEMAS AMBIENTALES QUE GENERA FABRICA DE MUEBLES. Alega el recurrente que el propietario de una fábrica de muebles, ubicada en el cantón de Goicoechea, genera contaminación ambiental y sónica, por lo que ha planteado varias denuncias ante las autoridades competentes, quienes han ordenado al clausura del lugar; sin embargo, el recurrido ha irrespetado los sellos y continuado su actividad y las instituciones demandadas no han actuado al respecto. Se declara con lugar el recurso, únicamente contra del propietario de la fábrica; en consecuencia, se le ordena el cese inmediato de la perturbación del ambiente sano y salud del recurrente y los vecinos, por lo que deberá ejercer, únicamente, la actividad de venta de muebles, mientras no cuente con licencia municipal y permiso sanitario de funcionamiento que autorice la fabricación. Se declara sin lugar el recurso en contra de la Municipalidad de Goicoechea y el Ministerio de Salud. CL
7597-06. PROBLEMAS DE ALCANTARILLAS EN CALLE DE DESAMPARADOS. Alegan los recurrentes que las autoridades públicas no resuelven el problema de inundación de la carretera de San Rafael Abajo de Desamparados, en la entrada de la comunidad, causada por el mal estado de las alcantarillas, a pesar de las gestiones planteadas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidente del Consejo Nacional de Vialidad, tomar medidas inmediatas para que, en el plazo máximo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solvente el problema de inundación sobre la ruta 214, 50 metros al norte de los semáforos entre Concepción de Alajuelita y San Rafael Abajo de Desamparados. En cuanto a la Municipalidad de Desamparados, se declara sin lugar el recurso. CL
7214-06. PROBLEMAS AMBIENTALES QUE CAUSA EMPRESA EN ALAJUELA. Alegan los recurrentes que son vecinos de Bajo Cañas de Alajuela, lugar donde se ubica una fábrica de la empresa recurrida, dedicada al tratamiento y exportación de cueros, la cual, aún cuando posee bandera ecológica y cuenta con planta de tratamiento de aguas, despide olores muy fuertes que les impiden respirar normalmente, les irrita la garganta y los ojos y les causa acidez estomacal. Funcionarios del Ministerio de Salud se apersonaron al lugar, pero consideraron que no existía anomalía alguna. Se tuvo por demostrado que en un momento se dio el problema, pero se solventó posteriormente.  Se declara con lugar el recurso. Con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a los apoderados generalísimos de “Centro Internacional de Inversiones CII Sociedad Anónima”, división Tenería, que deberán abstenerse, en el futuro, de incurrir nuevamente en actos similares a los que dieron lugar a esta estimatoria, pues, de lo contrario, podrían ser sancionados. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el amparo. CL
7192-06. PROBLEMAS AMBIENTALES QUE CAUSA IGLESIA. Acusan los recurrentes que las autoridades de Salud no han logrado dar una solución efectiva y definitiva al grave problema de contaminación ambiental que se produce por funcionamiento irregular de la Iglesia Santidad Pentecostés, ubicada en Zetillal de Goicoechea. Se constató que el lugar no cuenta con el permiso sanitario de funcionamiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, que en el término improrrogable de diez contados a partir de la notificación de esta sentencia, tome las medidas pertinentes para hacer efectiva la orden N° 03-06 del 2 de febrero del 2006, que dispuso el cierre de la Iglesia Santidad Pentecostés ubicada en Zetillal de Goicoechea. CL
7220-06. PROBLEMAS DE CANALIZACION DE AGUAS PLUVIALES. Alegan los recurrentes que a pesar de que reiteradamente han solicitado que se canalicen y encaucen las aguas pluviales que anegan sus viviendas ubicadas en el Distrito San Antonio del Cantón de Desamparados durante la época lluviosa, la Municipalidad de ese Cantón no ha tomado acción con el propósito de resolver su situación y más bien suspendió, la ejecución de dicha obra para realizarla durante el mes de enero de dos mil seis, sin que hasta ahora hayan reiniciado los trabajos de entubamiento de las aguas pluviales. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Presidenta del Concejo Municipal, Alcaldesa y al Coordinador del Subproceso de Obras Públicas y Unidad Técnica de Gestión Vial todos de la Municipalidad de Desamparados respectivamente, que cada uno dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias giren las instrucciones pertinentes a fin de que, en el plazo improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva el problema de canalización y encauzamiento de aguas pluviales en el Sector Central del Distrito de San Antonio del Cantón de Desamparados, de lo que deberán informar en forma oportuna a este Tribunal Constitucional. CL
6503-06. NO TRAMITAN DENUNCIAS CONTRA TALLER MECANICO INSTALADO ILEGALMENTE EN RESIDENCIAL. Manifiestan los recurrentes que habitan en la Urbanización Doña Fabiola situada en el distrito León XIII, cantón de Tibás. Que un vecino instaló un taller legal para reparar automóviles, el cual actualmente funciona en la vía pública, el cual obviamente no cuenta con permiso de funcionamiento. Que esa actividad produce humo, fuertes emanaciones de gases y ruidos de motores. A pesar de sus gestiones ante la Municipalidad y el Ministerio de Salud, no se hace nada por arreglar el problema. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el incumplimiento del deber de vigilancia en que incurrieron la Municipalidad de Tibás y el Área Rectora de Salud de Tibás de la Región Central Sur del Ministerio de Salud, en relación con los problemas de salud y ambiente denunciados por el accionante. Se ordena al Alcalde Municipal de Tibás, y a la Directora del Área de Salud de Tibás de la Región Central Sur del Ministerio de Salud, que dentro de los quince días siguientes a la notificación de esta resolución resuelvan en forma definitiva los problemas que se presentan en la Urbanización Doña Fabiola, por la realización de la actividad de reparación de vehículos, sin contar con los permisos correspondientes.

6580-06. SE IMPUGNA APERTURA DE FUNERARIA EN BARRIO LOS YOSES. Alegan los recurrentes que la apertura de la Funeraria o "Clínica Funeraria" podría configurar un daño ambiental, en los términos descritos por el numeral 50 constitucional. Considera la Sala que  lo planteado es un problema de legalidad, que deben discutirse en sede administrativa o en la contencioso administrativa. Además, los representantes de la funeraria tendrán que cumplir una serie de requisitos tanto legales como reglamentarios ante esa municipalidad, el Ministerio de Salud e incluso ante la SETENA, para la autorización de funcionamiento del lugar. SL 

6506.06. FALTA DE SOLUCION A PROBLEMA DE ALCANTARILLADO PLUVIAL. Acusa el recurrente que los malos olores que emanan del alcantarillado pluvial que atraviesa su inmueble, generan severos problemas de contaminación ambiental y que las autoridades del Ministerio de Salud, del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y de la Municipalidad del Cantón de Pérez Zeledón no han adoptado ninguna medida para resolver esa situación, pese a las denuncias que ha promovido desde el año 2004. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director del Área Rectora de Salud en Pérez Zeledón, a la Alcaldesa Municipal del Cantón de Pérez Zeledón y al Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de manera conjunta o en forma separada adopten las acciones necesarias y ejecuten las medidas pertinentes, para que dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia, se solucione el problema de contaminación ambiental que acusa el actor, por la existencia de los malos olores que provienen del alcantarillado pluvial que atraviesa su inmueble. CL
6537-06. MOPT NO EJECUTA ACUERDO DEL CONSEJO DE TRANSPORTE PUBLICO SOBRE LAS LIMITACIONES QUE SE IMPONE A LOS  BUSES DE PERMANECER EN LAS PARADAS CON LOS MOTORES ENCENDIDOS. Alega el recurrente que no obstante por acuerdos número 13 de la sesión ordinaria 04-2003 del cuatro de febrero del dos mil tres y 5.7 dictados por el Consejo de Transporte Público, en donde se dispuso que tanto en paradas terminales o en tránsito, los autobuses no podrán permanecer con los motores encendidos más allá de un tiempo razonable para la entrada y salida de pasajeros de las unidades -ello con el fin de combatir el problema de contaminación ambiental provocada por la emisión de gases de los autobuses mientras se encuentran estacionados-, las autoridades del MOPT, no han dado una solución oportuna y efectiva a ese problema, pues se aduce falta de personal técnico y humano para realizar las inspecciones periódicas que tiendan a determinar si se está o no observando dicho acuerdo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público y al Director General de Tránsito, dispongan las medidas necesarias para dar cabal y efectivo cumplimiento a lo dispuesto por la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público en el acuerdo adoptado en el artículo 13, de la sesión ordinaria No. 04-2003 del 4 de febrero del 2003. CL
6346-06. PLAN REGULADOR DE SAN RAFAEL DE OREAMUNO DE CARTAGO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 8.5, 8.6 y 19 que reformaron al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de San Rafael de Oreamuno, publicado en La Gaceta del 13 de diciembre de 1999. Los accionantes consideran que la modificación al plan regulador no cuenta con el respaldo de un estudio de impacto ambiental. Además, consideran incoherente,  al permitir que en proyectos declarados de interés social, se segreguen lotes de ciento cincuenta metros cuadrados, lo que implica que estos proyectos se construyan en zonas declaradas de protección.  Por otra parte, alegan  que se autorizan segregaciones que rompen la división de las zonas de mediana y baja densidad y amplía el anillo de contención urbana hasta el límite territorial con el cantón de Paraíso, habilitando una zona catalogada como de protección.  Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anula el artículo 19 que reformó el Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de San Rafael de Oreamuno publicado en La Gaceta del 13 de diciembre de 1999. Esta declaración tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de entrada en vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. En cuanto al artículo 8.5 del mismo Reglamento impugnado, se declara que este no resulta inconstitucional, si se interpreta que cuando se indica en la frase “independiente de la zona en que se ubique”, se refiere únicamente a zonas establecidas para uso habitacional. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. Notifíquese. CL Parcial
6179-06. DESALOJO DE EMPRESA DE RELLENO SANITARIO DEL CANTON DE CARRILLO. Alega el recurrente alega que aunque la Municipalidad de Carrillo incurrió en un retardo en la obtención del refrendo de la Contraloría General de la República de un contrato suscrito para la compra de servicios de disposición y tratamiento final de los desechos sólidos del Cantón Central de Carrillo, con la empresa WPP Continental de Costa Rica S.A., procedió a ordenar el desalojo de esa empresa del relleno sanitario municipal que opera, lo que pone en riesgo su derecho a vivir en un ambiente sano, pues la Municipalidad recurrida no cuenta con los medios necesarios para el tratamiento de la basura en ese cantón. Según indica el Presidente del Concejo Municipal, el acuerdo del desalojo de la empresa fue motivado en razones de legalidad y niega que la operación temporal del relleno sanitario municipal, a cargo de esa Municipalidad directamente, vaya a generar daños ambientales, pues esa labor temporal se dará mientras se normaliza plenamente la operación del relleno sanitario. SL
6335-06. VENTA DE LOTES EN TURRUCARES SIN REQUISITOS URBANISTICOS. Alegan los recurrentes que se pretende ubicar a viarias familias en el "Proyecto El Portillo",  sin que se realicen las mejoras necesarias tanto en el acueducto como en el problema de los suelos y aguas negras, afectándose la plusvalía de los terrenos, perjudicando mayormente a los primeros propietarios, quienes compraron sus lotes en condiciones totalmente diferentes. Que debido a lo anterior, varias de las familias beneficiadas con los subsidios del Instituto recurrido, no han podido construir sus viviendas después de tres años de haber comprado sus lotes. Que los recurridos pretenden que se desarrolle y amplíe el proyecto habitacional del Residencial El Portillo, sin contar con los requisitos urbanísticos y los permisos municipales respectivos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena 1) al Gerente General de la Mutual Alajuela de Ahorro y Préstamos, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, construya y ponga en operación la planta de tratamiento de aguas residuales en la Urbanización El Portillo, en Turrúcares de Alajuela. 2) Se ordena al Alcalde Municipal de Alajuela, y a la Ministra de Salud, que en el marco de sus competencias, fiscalicen la construcción y efectiva operación de la planta de tratamiento de aguas residuales en La Urbanización El Portillo. 3) Se ordena a la Gerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que brinde la asesoría técnica a la Mutual Alajuela, para que se ejecuten las obras de infraestructura correspondientes para que se brinde una solución integral y definitiva al problema de contaminación ambiental que origina la estimatoria de este recurso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
6336-06. RECONSTRUCCION DE DIQUE EN MARGENES DEL RIO LA ESTRELLA. Alega el recurrente alega que la Standard Fruit Co. está reconstruyendo un dique en ambas márgenes del cauce del río la Estrella el  cual tiene una longitud de 10 kilómetros, sin que exista estudios de impacto ambiental, ni otro tipo de estudios técnicos que determinen la capacidad hidráulica del río, así como las consecuencias de riesgo y daño al medio ambiente. Se declara sin lugar el recurso con las advertencias expuestas en la parte considerativa de la sentencia. SL
5928-06. CONTAMINACION SONICA QUE GENERA EL SILBATO DEL FERRROCARRIL.  Alega el recurrente que el ruido generado por el silbato del ferrocarril con su locomotora y respectivos vagones, constituye una violación a los derechos constitucionales de los amparados a gozar a la salud y su derecho a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Ferrocarriles, lo siguiente: a) Tomar las medidas técnicas pertinentes para reducir a límites razonables el ruido que produce la bocina del ferrocarril, sobre todo, en sus itinerarios matutinos y nocturnos. Lo anterior, sin poner en riesgo la seguridad vial; B) Ejecutar los estudios pertinentes para colocar plumas-agujas, señales lumínicas y sonoras en las intersecciones de la vía férrea con los caminos públicos. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
5980-06. RELLENO SANITARIO EN LIMON. Manifiesta el recurrente que durante años, las Municipalidades de Siquirres y Matina, han depositado los desechos sólidos en lotes de la comunidad de Siquirres y en los últimos días, los sitios utilizados por la Municipalidad de Limón, no cuentan con el visto bueno de la Secretaría Técnica Ambiental (SETENA), violando de esa forma, todos los principios que rigen en materia de salud y de ambiente. Señala que el Area de Salud de Siquirres del Ministerio de Salud ordenó cerrar el botadero clandestino de basura, ubicado en Pacuarito de Limón, por no cumplir con las mínimas normas de higiene y operatividad de un relleno sanitario, pero han hecho caso omiso a la recomendación. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena a la Municipalidad de Limón, la Municipalidad de Matina y la Municipalidad de Siquirres adoptar las medidas que sean necesarias para que EN EL PLAZO MÁXIMO DE TRES MESES, contados desde la notificación de esta resolución, no se sigan utilizando como botaderos de basura inmuebles no autorizados para ello, plazo durante el cual deberán encontrar un terreno que se establezca como verdadero relleno sanitario con todos los requisitos legales y reglamentarios. Asimismo se ordena al Ministro de Salud vigilar el desarrollo de los planes que dichas Municipalidades establezcan para dicho fin. Se le ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de las Municipalidades recurridas, si no incluyen las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA

7263-06. REFORMA CONSTITUCIONAL. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra de la Ley número 2036 de 18 de julio de 1956 que reformó el artículo 96 de la Constitución Política. Se impugna el trámite de aprobación legislativa de la Ley 2036 del 16-7-1956, sobre la deuda política, en tanto modifican parcialmente el artículo 96 de la Constitución. Se rechaza por el fondo la acción. Notifíquese esta sentencia a la Asamblea Legislativa y al Tribunal Supremo de Elecciones.RF
6732-06. SE CONSULTAN VARIOS PROYECTOS DE LEY. Se evacua la consulta facultativa en el sentido que el procedimiento legislativo seguido para la aprobación de los Proyectos de Ley: 1°) Expediente Legislativo Nº 15.264,  Autorización a la Municipalidad de Puntarenas para que segregue y done un terreno de su propiedad al Instituto de Educación Comunitaria de Puntarenas Fray Casiano de Madrid; 2°) Expediente legislativo Nº 15.340, Autorización al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo para segregar y donar lotes a varias entidades públicas y privadas y autorización a la Dirección General de Asignaciones Familiares a condonar la deuda del INVU; 3°) Expediente legislativo Nº 15.840, Autorización al Concejo Municipal de Distrito de Cervantes de Alvarado a donar y segregar dos terrenos de su propiedad; 4°) Expediente legislativo Nº 15.667, Autorización al BANVHI para que done a título gratuito un terreno de su propiedad a la Asociación Manos Unidas de Grecia; 5°) Expediente legislativo Nº 15.647, Autorización a la Municipalidad de Guácimo para que done un lote de su propiedad al INA, Regional Huetar Atlántica, Centro Regional Polivalente de Guácimo,  no son inconstitucionales.  Respecto al proyecto de Autorización al Estado costarricense para que segregue y done un terreno de su propiedad al Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí, tramitado en expediente legislativo Nº 15.883, la consulta resulta inadmisible. Notifíquese a los diputados consultantes y a la Presidencia de la Asamblea Legislativa.

6589-06. PROYECTO DE LEY “AUTORIZACION PARA LA CONDONACIÓN TRIBUTARIA EN EL REGIMEN MUNICIPAL. Se evacua la consulta con el voto salvado de los Magistrados Calzada y Jinesta. Consulta Legislativa referente al Proyecto de “Autorización para la condonación tributaria del régimen municipal”, expediente legislativo número 15.174. Se evacua la consulta en el sentido que, respecto del proyecto de "Autorización para la condonación tributaria del régimen municipal", expediente legislativo número 15.174, no se observan los vicios de procedimiento y de fondo acusados por la y los consultantes. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el proyecto de ley es inconstitucional.- 

6340-06. REFORMA A LA LEY DE PENSIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL.  Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros Diputados en lo referente a la Reforma al artículo 2 de la Ley número 7531 del 13 de julio de 1995” Expediente Legislativo número 15295. No ha lugar a evacuar la consulta.-

6060-06. CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA SEGURIDAD DE LA VIDA HUMANA EN EL MAR. Consulta Legislativa de Constitucionalidad. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974, sus protocolos y enmiendas (SOLAS-74). Se evacua la consulta formulada en el sentido de que es inconstitucional aprobar el Convenio Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar, 1974, sus protocolos y sus enmiendas (SOLAS-74), expediente legislativo número 15.543 con un texto incompleto. Notifíquese.-

BANCARIO 
6015-06. CIERRE DE CUENTAS BANCARIAS. Se declara sin lugar el recurso con el voto salvado de los Magistrados Calzada y Vargas. Alegan los recurrentes que mediante el artículo ocho de la sesión 11.190 del cuatro de febrero del dos mil tres, la Junta Directivo del Banco Nacional de Costa Rica acordó cerrar las cuentas corrientes de los amparados, así como el acceso futuro a esos servicios, para cualquier entidad dedicada a las apuestas electrónicas, ello como una supuesta medida preventiva, sin que de previo se les hubiese comunicado nada sobre el particular. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Vargas salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

COLEGIOS PROFESIONALES
6733-06. DIFERENCIA EN PROCESOS DE ELECCION ENTRE MIEMBROS ACTIVOS Y ASOCIADOS EN COLEGIO DE CIENCIAS POLITICAS Y RELACIONES INTERNACIONALES. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Incisos a) y c) del artículo 3, artículos 5, 6, 18 y 20 de la Ley número 7106 y artículos 1 incisos b) y c), 12, 22 inciso b) y artículo 30 del Decreto Ejecutivo número 19026-P del 30 de mayo de 1989. Las normas se impugnan en cuanto limitan el derecho de voz y voto de los asociados, así como la posibilidad de ser electos en los órganos de ese Colegio Profesional, en virtud del grado académico que ostenten, no obstante ser miembros asociados del citado ente. Solo los miembros activos tienen derecho de voz, voto y posibilidad de ser elegidos; no así los miembros asociados, como es el caso del accionante. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan el artículo 3°, incisos a) y c), la palabra "activo" contenido en el artículo 5°, el artículo 6, la palabra "activo" contenida en el párrafo primero del artículo 18, la palabra "activos" contenida en el párrafo primero del artículo 20, todos de la Ley N° 7106. También resultan inconstitucionales los incisos b) y c) del artículo 1°, el artículo 12, el artículo 22 inciso b), la palabra "activo" contenida en el párrafo primero del artículo 30 y el párrafo segundo completo del artículo 30 todos del Decreto Ejecutivo N° 19026-P del 30 de mayo de 1989. De conformidad con el artículo 89 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por conexidad y consecuencia se anulan el párrafo segundo inciso a) y el párrafo tercero inciso c) del artículo 3 de la Ley N° 7106, la palabra "activo" y/o "activos" contenidas en los incisos e), f) y g) del artículo 1° y el inciso d) del artículo 22, del Decreto Ejecutivo N° 19026 del 30 de mayo de 1989. Esta sentencia tiene efectos declarativos retroactivos a la fecha de vigencia de las normas afectadas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
6257-06. REQUISITOS DE INCORPORACIÓN COLEGIO PROFESIONAL. Manifiestan los recurrentes que el Colegio de Enfermeras de Costa Rica, se niega recibirles el certificado de egresadas universitarias y para incorporarlas les exige el título original de bachillerato. Según quedó demostrado, el proceder de los recurridos se encuentra fundamento en disposiciones normativas. SL
COMERCIO
7435-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contra investigación antidumping contra importaciones de pintura LATEX a base de agua, que tramita la Oficina de Prácticas de Comercio Desleal y Medidas de Salvaguarda del MEIC contra empresa BRZ GROUP SA. Se alega violación al debido proceso. SL
7143-06. REVOCAN LICENCIA MUNICIPAL. Alega el recurrente que la Municipalidad de Belén le está revocando una licencia municipal de su negocio, aplicándole el plan regulador de ese cantón a los terrenos en donde se realiza la actividad desde mucho antes de que se dictara dicho plan. Según se comprueba, a la empresa amparada no se le otorgó licencia municipal, antes de la vigencia del nuevo Plan Regulador y siendo prohibida la actividad que desarrollaba en ese lugar, se procedió a revocarle la licencia municipal.  SL
6737-06. RESTRICCIONES A INSTALACION DE MAQUINAS DE JUEGO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 3, 4 y 5 del Reglamento de Máquinas para Juegos. Las normas se impugnan en tanto regulan lo relativo a la participación de los menores, el uso de monedas y el horario de operación de los establecimientos de máquinas electrónicas para juegos, pues se considera que restringen derechos constitucionales, porque no es específica para los juegos orientados a los adultos, permite mezclar la diversión y los juegos entre mayores y menores de edad. Se rechaza por el fondo con base en las sentencias 2982-96, 3054-96, 13913-05, 5294-06. RF 

6584-06. CIERRE DE NEGOCIO. MODIFICACION DE LA SANCION MEDIANTE RESOLUCION DE RECURSO DE APELACION.  Alega el recurrente que se ordenó el cierre de una parte de su negocio, por lo que apeló la resolución, pero el Alcalde Municipal recurrido, al resolver, ordenó el cierre de todo el lugar. Considera la Sala que con el actuar del funcionario  recurrido, se varió el objeto de lo que se estaba conociendo mediante la acción recursiva, que era el acto de clausura y suspensión de operación de unas habitaciones del Hotel, lo que es abiertamente contradictorio con lo que establece el artículo 351 inciso 2 de la Ley General de la Administración Pública, en el sentido de que el recurso podrá ser resuelto aun en perjuicio del recurrente, sólo cuanto se trate de nulidad absoluta, lo que no se da en este caso, por lo que se constata una violación al debido proceso. Se declara con lugar el recurso en cuanto a la violación del debido proceso. Se anula, de la resolución número 004-05-DAM de fecha 29 de marzo del 2005 del Despacho del Alcalde Municipal de Pérez Zeledón, la orden de cierre total del establecimiento comercial denominado Hotel Verolís Brunka S.A., y en lo demás se mantiene lo allí dispuesto. En cuanto al derecho de petición y pronta resolución se acoge el recurso únicamente para efectos indemnizatorios conforme el artículo 52 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. CL
6274-06. AUTORIZACIÓN PARA INSCRIPCION DE PRODUCTOS QUÍMICOS. Señala el recurrente que el Jefe Programa Registros de Agroquímicos del Servicio Fitosanitario del Estado del Ministerio de Agricultura y Ganadería, rechazó las solicitudes de inscripción de los varios productos químicos, bajo el argumento de que no se proporciona un criterio armónico y coherente sobre el potencial de afectación de esos productos a la salud humana y al ambiente, a pesar de que en el informe emitido por el Ministerio de Salud en que se basa dicha resolución se indica que precisamente no puede cumplirse ese requisito en virtud de que no está previsto en el Reglamento sobre Registro, Uso y Control de Plaguicidas Agrícolas y Coadyuvantes. Considera la Sala que el asunto planteado es de legalidad. Asimismo, se indica que no es arbitrario que el órgano competente para otorgar la autorización, haga las integraciones normativas correspondientes para verificar que el bien jurídico tutelado por la Ley General de Salud, en este caso la salud humana y el medio ambiente,  no se vean afectados con los productos que se pretende inscribir. SL 

6264-06. TRANSPORTE DE MERCADERIAS EN GOLFITO. Alega el recurrente que  JUDESUR prohíbe a los usuarios del Depósito Libre Comercial de Golfito,  que enviar los artículos adquiridos, en empresas de transportes distintas a las que fueron adjudicadas mediante licitación. La actuación de la entidad recurrida se fundamenta en la sentencia 12424-01, mediante la cual se le ordenó sacar a licitación y adjudicar la prestación del servicio de carga y descarga de mercancías para los visitantes de las instalaciones del Depósito Comercial de Golfito. Además, el hecho de que la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur realizara las licitaciones respectivas para regular lo concerniente a la carga y descarga de productos en el Depósito Libre, se ajusta a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico y a todos los principios constitucionales que ordenan la materia.  Por otra parte, no existe prueba en el expediente de que se obligue a los usuarios del Depósito a enviar su mercadería en determinada empresa, por cuanto las empresas adjudicatarias operan únicamente dentro de las instalaciones del Depósito Libre, pero no así afuera de dichas instalaciones. SL
5803-06. PERMISOS PARA LA ACTIVIDAD DE PORTEO. Alega el recurrente que a pesar que solicitó a la Municipalidad de Atenas una patente para ejercer la actividad de porteo y de parqueo privado, dicha autorización se le denegó bajo el argumento que el Concejo Municipal acordó suspender el otorgamiento de patentes para esas actividades, lo cual estima violatorio de su libertad de comercio pues no existe justificación alguna. Se aclara que no es a esta Sala a la que le corresponde determinar si el recurrente cumple o no las condiciones necesarias para que se le otorgue una patente para la actividad de parqueo privado y porteo, toda vez que ello es competencia exclusiva de la Municipalidad recurrida, una vez que verifique el cumplimiento de todos los requisitos legalmente establecidos. Sin embargo, sí estima la Sala que resulta arbitraria la actuación del Concejo Municipal recurrido al suspender la entrega de las patentes comerciales para realizar dichas actividades, por cuanto ello es violatorio de la libertad de comercio. Tal como lo ha reconocido esta Sala en anteriores oportunidades, la libertad de comercio que existe como garantía constitucional. En el caso concreto, la Municipalidad recurrida no argumenta motivo válido alguno que respalde su actuación, ni alega norma alguna en el ordenamiento que la autorice a suspender en forma general el otorgamiento de patentes sin la existencia de un criterio técnico que lo fundamente.  Se declara con lugar el recurso por violación a la libertad de comercio. Se ordena al Alcalde Municipal de Atenas, que gire las instrucciones respectivas para que en el plazo improrrogable de CINCO DIAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, se resuelva por el fondo y notifique la solicitud de patente municipal presentada por el recurrente para desarrollar la actividad de parqueo privado y porteo, como en derecho corresponda. CL
CONTRATOS O LICITACIONES
7436-06. LICITACIONES. Alega el recurrente que la Junta Directiva de RECOPE acordó ejecutar la garantía de cumplimiento  otorgada en el proceso licitatorio número 9-033-02, con base en supuesto incumplimiento de las condiciones de construcción de un tanque de almacenamiento de diesel, sin que de previo, se les concediera la oportunidad de proveer a su defensa. Se demostró que no es cierto que se les haya dejado en indefensión ante el proceso de ejecución de la garantía. Respecto a los demás aspectos señalados, si la empresa amparada considera incorrecto lo actuado por la recurrida en vía administrativa, le asiste el derecho de acudir a la vía judicial correspondiente en defensa de sus intereses. SL
7046-06. PROCESO DE LICITACION DE ABOGADOS DEL BPDC. Alegan los recurrentes que la Gerencia General de Banco Popular y de Desarrollo Comunal les comunicó que la institución debía realizar, un procedimiento licitatorio para contratar servicios profesionales de abogados externos para el cobro judicial y notariado y que sus nombramientos se mantendrían únicamente durante el lapso de preparación y publicación del cartel de licitación, que si era de su interés mantenerse como abogadas y notarias externas de la institución tendrían que someterse al concurso de licitación. Esta Sala ya ha tenido oportunidad de analizar y pronunciarse sobre este tema en donde declaró sin lugar el recurso de condiciones similares, mediante voto 13581-05, por lo que no se encuentran razones para variar el criterio. RF

DERECHO A LA EDUCACIÓN

7766-06. NIEGAN MATRÍCULA.  Alega la recurrente aduce que tiene tres hijos en edad escolar, uno en segundo y unos gemelos en primero y que cuando los fue a matricular por problemas de cupo no le aceptaron a uno de los gemelos en la escuela accionada, y más bien, le indicaron que escogiera a cual de los dos menores de primer grado iba a dejar ahí. Alega que al  otro menor lo matriculó en otra escuela, pero el menor no logra adaptarse, y no entiende porque no puede estar con sus hermanos. Consideró la Sala que en este caso concreto debe privar prevalecer el interés superior del menor. CL
7689-06. PELO LARGO DEL MINISTRO DE EDUCACIÓN. Alega el recurrente que a los estudiantes del Ministerio de Educación se les exige un determinado corte de cabello que no cumple el Ministro. Estima la Sala que si los recurrentes están disconformes con el hecho que en el Ministro de Educación Pública use el pelo largo, pues consideran que con ello no se constituye en un buen ejemplo para los estudiantes, ello implica una queja que no compete ventilarse en esta sede, por cuanto los hechos acusados no hacen referencia a un conflicto o problema de relevancia constitucional. RP
7946-06. NO SE ENTREGA DE NOTA Y TITULO POR DEUDA PENDIENTE. Alega la recurrente que el Colegio Bilingüe San Isidro lesionó los derechos fundamentales de su hija, al negarse a entregar la documentación que consta en sus expedientes académicos y el título de Conclusión de Estudios del Tercer Ciclo a la amparada, porque pretende asegurarse el pago de la mensualidad del mes de diciembre. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a los ex directores del Centro Educativo San Isidro de Coronado, a suministrarle inmediatamente a la recurrente, la documentación que consta en el expediente académico de la amparada. CL
7905-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. PARTICIPACION EN AUDIENCIA. Alega la recurrente, que se le violó su derecho de defensa en procedimiento administrativo en su contra en la Facultad de Odontología de la Universidad de Costa Rica, porque no se le permitió participar en todas las audiencias realizadas para la recepción de prueba testimonial, no se le permitió estar informada de lo actuado dentro  del procedimiento administrativo, ya que se le indicó que debía contactar con el representante estudiantil nombrado como miembro del Órgano Instructor, para que éste le informara de todas las actuaciones realizadas y no fue observado el plazo establecido para adoptar una decisión final, conforme lo dispuesto en el artículo 14 del Reglamento de Orden y Disciplina de los Estudiantes del Internado Clínico. Finalmente, reclama que no se le permitió recurrir en forma efectiva, la sanción dispuesta en su contra. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la violación al derecho de defensa y debido proceso de la recurrente. En consecuencia se anula la sanción impuesta a la recurrente sin perjuicio que se retrotraiga el procedimiento administrativo al momento en que se efectuó la recepción de la prueba testimonial. CL
7586-06. NIENGAN MATRICULA A MENOR CON DISCAPACIDAD. Alega la recurrente que su hija  es una menor de cuatro años y padece de hemiparecia espástica izquierda, lo que significa parálisis de medio cuerpo leve y mucha espastisidad en sus miembros superiores y más en sus miembros inferiores, lo que le representa una dificultad para caminar, estar de pie, correr una larga distancia o subir gradas; sin embargo, se integra como cualquier otra de su edad al sistema educativo, al cual le encanta asistir. Que el año pasado cursaba maternal y recibía fisioterapia en el Centro de Atención Integral en Goicoechea de Guadalupe. Que debido a que cambió su residencia a Alajuela, se presentó a la Escuela Víctor Argüello Murillo con la finalidad de matricular a su hija en Maternal, pero le indicaron que le faltaban dos días para cumplir con la edad requerida para poder ser matriculada, a pesar de que ya había iniciado su ciclo educativo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Asesora de Educación Especial de la Dirección Regional Educativa de Alajuela y a la Directora de la Escuela Víctor Argüello Murillo de Cebadilla de Turrúcares de Alajuela, que procedan de manera inmediata a permitir la continuación en el proceso educativo de la menor amparada en el nivel y centro educativo que le corresponda. Salvan el voto los Magistrados Cruz y Armijo.  CL 

7627-06. APLICACIÓN DE ADECUACIÓN CURRICULAR EN PRUEBAS NACIONALES DE NOVENO. Alega la recurrente que su hija es una estudiante que sufre el síndrome de Asperger y tiene problemas de aprendizaje derivados de dicho padecimiento y es alumna del Colegio Instituto Latinoamericano de Psicología y Pedagogía Alternativos (ILPAL), centro educativo en el que, en el curso lectivo 2005 ganó todas las asignaturas y las pruebas nacionales de noveno año, con excepción de Matemática, por lo que pretenden hacerla llevar nuevamente el noveno año, a pesar de que el Reglamento de Evaluación promulgado por el Ministerio de Educación no contempla la posibilidad de llevar a cabo una "adecuación curricular " en los casos de estudiantes que, habiendo recibido adecuación curricular durante todo el proceso enseñanza- aprendizaje, pierden una prueba nacional de noveno año o de bachillerato.  Que dicha omisión es discriminatoria e irracional, porque sí se contempla la adecuación curricular a lo largo del proceso de enseñanza, pero no en el momento en que concluyen las pruebas nacionales. Ante la omisión del informe por parte del MEP, se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, adoptar las medidas necesarias y girar las órdenes correspondientes para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se practique a la amparada la prueba nacional de noveno año de matemáticas, con las adecuaciones curriculares que ésta requiera. CL
7609-06. REPROGRAMACIÓN PRUEBAS ACADÉMICAS POR MOTIVOS RELIGIOSOS. Alega la recurrente que su  hija se encuentra realizando estudios de educación diversificada a distancia con el MEP. Que ella es miembro de la Iglesia Adventista del Séptimo Día y, como parte de su credo, no está autorizada a realizar el día sábado ninguna actividad que no sea espiritual. Que el Ministerio recurrido tiene programados varios exámenes a realizarse los días sábados, entre ellos, el 24 de junio, 23 de setiembre y 2 de diciembre de 2006, lo considera violenta sus derechos fundamentales.  Se declara con lugar el recurso Se ordena al Ministro de Educación Pública, reprogramar los exámenes de la amparada de modo que no los efectúe el día sábado. CL
7488-06. NO PERMITEN LLEVAR PELO LARGO EN COLEGIO. Alega el recurrente que el menor amparado pertenece a la congregación religiosa de los "Rastafaris", que entre otros signos, se caracterizan por llevar el pelo largo recogido en una especie de trenzas denominadas ""drekslooks". Que no obstante dicha apariencia tiene relación directa con las convicciones que tiene su hijo -que es de ascendencia afro americana-, las autoridades del Colegio Técnico Profesional de Puerto Viejo de Sarapiquí coaccionaron al amparado a cortarse el cabello, recurriendo para tal efecto, a la continua elaboración de reportes disciplinarios que lo colocaron en una situación límite, ya que corría el riesgo de reprobar el año por problemas de conducta. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Molina salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
7497-06. SUSPENDEN MATRICULA A ESTUDIANTES MOROSOS. Alega la recurrente que en el Colegio María Inmaculada de Moravia, no se permitió el ingreso a sus hijos, por deudas pendientes. Considera la Sala que las entidades de educación privadas, no se encuentran obligadas a prestar sus servicios educativos a los menores amparados, si no se cancela la contraprestación económica a la que se encuentra obligada, en virtud del contrato de matrícula que suscribió voluntaria y oportunamente. Aunado a lo anterior, según lo informado por el Ministro de Educación Pública, no existe limitación temporal para la aplicación de un traslado estudiantil de un centro privado a uno público, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en el Reglamento de Matrícula y Traslados de los Estudiantes, Decreto Ejecutivo No. 31663-MEP del 24 de febrero del 2004. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo pone nota. SL
7247-06. DERECHO DE PETICION PUEDEN EJERCERLO LOS MENORES DE EDAD. Menor de edad alega que el Profesor de Enseñanza Religiosa del Colegio Redentorista San Alfonso, se negó a recibir una solicitud que planteó a fin de que se le excluyese de las clases de enseñanza religiosa por razones de conciencia y condicionó la respuesta a su gestión, a que la misma tuviera el visto bueno de sus padres. Considera la Sala que el derecho de petición le corresponde a todos los habitantes de la República, lo que, naturalmente, comprende a los menores de edad. Si bien se comprobó que los recurridos respetaron las creencias del amparado, eso no justifica que se le haya condicionado tanto la recepción de la petición del adolescente afectado, como la emisión de la respuesta correspondiente, a la incorporación en ese escrito del visto bueno de los padres. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Profesor de Educación Religiosa en el Colegio Redentorista San Alfonso, que resuelva la solicitud del recurrente planteada el 17 de marzo de 2006 y le comunique lo resuelto, dentro del plazo de cinco días contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
7212-06. CLAUSURA DE HORAS LECTIVAS EN PROGRAMA DE ALFABETIZACION PARA ADULTOS.  Alegan los recurrentes que en la comunidad de La Carpio se inició hace mucho tiempo el plan denominado “Proyecto de Educación Abierta, Finca La Carpio-Uruca” cuyo fin primordial es combatir el analfabetismo en la comunidad. No obstante, las autoridades del Ministerio de Educación comunicaron el cierre o eliminación de 1400 lecciones. Estima la Sala que si bien no se trata de educación formal, sino de programas de alfabetización para adultos, ellos quedan también comprendidos dentro del derecho fundamental a la educación, partiendo de que enseñar a una persona a leer y escribir es la más elemental de las formaciones que se pueden dar a un ser humano. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, girar las órdenes e instrucciones necesarias para que se mantenga el proyecto de educación abierta Finca La Caja en La Carpio, asignándole las lecciones necesarias para ello. CL
7205-06. NIEGAN MATRICULA EN COLEGIO A MENOR DISCAPACITADA POR FALTA DE PROFESORES. Alega la recurrente que su hija tiene discapacidad auditiva, viven en Ciudad Colón y cuando fue a matricular a la menor en sétimo año y a solicitar que se le suministrara su educación con un tutor según lo dispone la ley 7600, le dijeron que en esa región no había código abierto para ello, que fuera a matricularla en el Colegio México donde hay otra niña sorda recibiendo clases. Que no tiene los medios ni motivos para enviar a la amparada de Ciudad Colón a San José para estudiar, y exponerla así a otros peligros. Se mencionan las normas internacionales y nacionales que dan protección a los menores discapacitados. Se considera que en el caso de la menor amparada, se ha dado una violación del derecho a la educación y a la igualdad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, a la Directora Regional de Enseñanza de Puriscal, y a la Directora del Liceo Nocturno de Ciudad Colón, proveer lo necesario, en el marco de sus competencias, para que la menor amparada, reciba, de inmediato, la educación que necesita en un centro de estudios cercano a su lugar de residencia. CL
6500-06. DISCRIMINACION POR EMBARAZO. En este caso se acusa que en el Colegio María Auxiliadora no se permite a menor amparada el ingreso a la institución por su estado de embarazo. Se le impide recibir lecciones en la institución, de manera que el  proceso educativo se desarrollaría a través del sistema tutorías, con el agravante de que cuando debe presentarse al centro educativo, no se le permite ingresar por la puerta principal, sino por la portería. Que si bien es cierto, el reglamento interno del colegio establece esa medida -excluirlas del sistema presencial-, lo cierto, es que a otras alumnas que en años anteriores se encontraban en estado de gravidez, no se les ha aplicado dicha disposición. Se declara con lugar el recurso. Se previene a la representante judicial y extrajudicial de la Congregación Hijas de María Auxiliadora que se abstenga de incurrir en los hechos que dieron mérito para que se acogiera este proceso. CL
6562-06. NIEGAN MATRICULA EN COLEGIO. Señala la recurrente que su hijo, cursó sus estudios primarios en la Escuela Manuel Hidalgo Mora, que se encuentra muy cerca del Colegio de Aserrí centro.  Sin embargo, el Director de ese colegio se negó a matricularle bajo el argumento de que no había campo, a pesar de que ese centro educativo es el que le corresponde de conformidad con su lugar de residencia.  Indica que su hijo es un adolescente de catorce años, hiperactivo y con déficit atencional, razón por la cual no puede estar sin supervisión, ni trasladarse al Colegio Castro Madriz, como se le recomendó, no sólo por la distancia sino también por el transporte.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Colegio Manuel Hidalgo Mora, tomar las medidas oportunas y necesarias para realizar la matrícula del menor amparado en ese centro educativo. CL
6515-06. SUSPENDEN A ESTUDIANTES EN IPEC POR FALTARLES EL REQUISITO DE LA EDAD. Alegan los recurrentes que fueron matriculados y aceptados sin restricción alguna en el proceso educativo y, actualmente, se encuentran cursando el séptimo año. Que durante una reunión realizada el 22 de febrero del 2006, la Directora del Instituto Profesional de Educación Comunitaria Centro Integrado de Educación de Jóvenes y Adultos, IPEC-CINDEA Liberia, les informó que una vez efectuada la consulta ante el Ministerio de Educación Pública sobre la situación de los menores,  se le había dado la orden de no permitir continuar a los estudiantes de séptimo y octavo año con edades inferiores a los quince años, por infringir el requisito de edad establecido en las disposiciones del Consejo Superior de Educación, lo cual no les había sido informado previamente. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en relación con los amparados que, sin cumplir el requisito de edad mínima, ingresaron al primer nivel del CINDEA-IPEC de Liberia, en el 2006. En consecuencia se ordena a la Directora del IPEC-CINDEA de Liberia y al Asesor Supervisor Circuito 04 o a quienes ejerzan esos cargos, lo siguiente: a) Que -de inmediato- adopten las medidas necesarias para que dichos estudiantes puedan cursar y finalizar los estudios en el CINDEA-IPEC de Liberia; b) Si en un futuro, después del curso lectivo 2006, la variación en la modalidad educativa de los amparados pudiere causarles perjuicio en la continuidad de su ciclo educativo deberá continuar brindándoles oportunidad para concluir esa modalidad; c) Verificar la edad de los educandos durante el periodo de matrícula y no con posterioridad al inicio del curso. CL
6345-06. PROCEDIMIENTO PARA RECONOCIMIENTO DE TITULO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Procedimiento para Reconocimiento de Título. Procedimiento Interno para el Estudio de las Solicitudes de Reconocimiento y Equiparación de Títulos de la Escuela de Medicina. Se dispone que para poder realizar, por tercera vez el examen  especial para el reconocimiento de título obtenido  en el extranjero, los solicitantes deben de esperar un plazo de dieciocho meses. SL
6169-06. LIMITAN INGRESO A MENOR CON DISCAPACIDAD A CENTRO EDUCATIVO. Alegan los recurrentes que solicitaron matrícula para su hijo que tiene capacidades especiales, en la Escuela Domingo Faustino Sarmiento. Agregan que iniciado el curso lectivo, el Director de esa escuela les indicó que el menor  quedaba sin matrícula bajo el argumento de que no se siguió el proceso de integración. Queda demostrado que ese centro de enseñanza no ha propiciado el acceso del menor a la educación en condiciones de igualdad y que más bien, le ha limitado su derecho a educarse en ese centro educativo y a desarrollarse con otros niños en igualdad de condiciones dentro de un proceso educativo al que tiene todo el derecho de integrarse pues lejos de facilitar ese acceso, más bien le ha puesto diferentes trabas y pretextos para hacer más difícil su situación y la de sus padres, cuando precisamente por tratarse de un menor con discapacidad, se debió de haberle dado un trato diferente en aras de favorecer su integración al sistema educativo formal. CL
6328-06. NIEGAN MATRICULA A ESTUDIANTES EXTRANJERAS POR NO TENER DOCUMENTOS COMPLETOS. Alega la recurrente que se presento en el Colegio Braulio Carrillo  a fin de matricular a sus hijas pero las autoridades del Colegio rechazaron su solicitud, aduciendo que las menores son nicaragüenses y no tienen sus papeles al día. Si bien es cierto los centros educativos deben y pueden exigir una serie de requisitos para formalizar la matrícula, tales como los que se describan en el artículo 12 del decreto mencionado por el recurrido, número 31663-MEP, que incluyen para el caso de que se trate de matrícula de estudiantes extranjeros, en este caso concreto, se tenía conocimiento de que dicho certificado  está en proceso de ser presentado, por lo que debe prevalecer es el derecho de educación de las amparadas, así como el interés superior de las menores. Se declara con lugar el recurso. Se previene a las autoridades recurridas no incurrir en los hechos u omisiones que dieron mérito para acoger el presente recurso. CL
6329-06. SANCIÓN ESCOLAR. Alega la recurrente, que su hija fue suspendida por quince días sin previa investigación, y sin que se le diera acceso al expediente. Se tuvo por probado que los recurridos no cumplieron con los procedimientos mínimos establecidos para garantizarle el derecho al debido proceso a la menor, como lo señala el artículo 91 del Reglamento de Evaluación de los Aprendizajes. Se cita sentencia 2670-04. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula la sanción impuesta contra la amparada en el "Informe al hogar de la acción correctiva". CL
5906-06. ATRASO EN LA ENTREGA DE TÍTULO ACADÉMICO. Alega el recurrente que después de haber realizado y aprobado la última y única asignatura que tenía pendiente para obtener el bachillerato, obtuvo su derecho a que se le entregara el título de bachillerato. Sin embargo, en el Departamento de Control de Calidad del MEP, se ha atrasado injustificadamente dicho documento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la División de Control de Calidad y Macroevaluación del Sistema Educativo del Ministerio de Educación Pública que de inmediato proceda a emitir el título aludido por el recurrente, siempre y cuando cumpla con los requisitos correspondientes; en caso contrario, dentro del plazo de cinco días contado a partir de la notificación de esta resolución, deberá comunicarle al interesado las razones que impiden entregarle el citado documento. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
7568-06. NIEGAN ACCESO A ACTAS DE LA EDITORIAL COSTA RICA. Alega el recurrente que solicitó ver y fotocopiar diversas actas de acuerdos tomados en virtud de ser estos documentos públicos. No obstante, se le negó el acceso a esas piezas indicando que su derecho a revisar, fotocopiar, copiar u obtener de manera lícita los documentos públicos, según nueva directriz emitida por el Consejo Directivo, su solicitud debía ser aprobada o improbada hasta tanto se convoque o se conozca en la agenda de las sesiones ordinarias del Consejo Directivo y  se le obligó a replantear la solicitud y la fecha de su posible visita para esos fines. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Directivo de la Editorial Costa Rica, brindar acceso inmediato al recurrente a la información administrativa requerida, previa discriminación de la información confidencial que consta en dichas actas. CL
6120-06. SE NIEGA ACCESO A EXPEDIENTE AL DENUNCIANTE. Acusa el recurrente que denunció a su ex patrono ante la CCSS y que se le niega acceso a expediente. Se cita la sentencia 1083-05 y con base en la misma, se descarta la lesión a los derechos fundamentales del gestionante, dado que la denuncia formulada se encuentra  en la fase de investigación preliminar, período en que la documentación requerida es de índole confidencial. SL
6305-06. NIEGAN INFORMACIÓN PUBLICA. Alega el recurrente que solicitó al Concejo Municipal de Oreamuno copia de las grabaciones de la sesión celebrada el 07 de noviembre del 2005, sin embargo le fue rechazado y sin fundamento, violando así su derecho a la información. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal de Oreamuno, proporcionar de forma inmediata -a costa del petente- copia de los cassettes de grabación de la sesión del 7 de noviembre del 2005 al recurrente Walter Granados Torres. CL
DERECHO A LA SALUD

7787-06. CAMBIO DE MEDICAMENTOS. Alega el recurrente que es paciente de cardiología, razón por la cual se le suministraba el medicamento denominado Aprovel, el cual la hizo sentir muy bien.  Sin embargo, en el hospital le cambiaron el medicamento por uno genérico, bajo el argumento de que el que se le suministraba era muy caro y que la Caja sólo compra genéricos. Acusa que con el cambio de medicamento se le ha agravado su afección cardiaca, al punto de poner en peligro su vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo y a la Jefe del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja  Costarricense de Seguro Social, que de inmediato adopten las medidas que sean necesarias y giren las instrucciones correspondientes para que se suministre a la amparada el medicamento Aprovel prescrito por su médico tratante en las dosis y durante el plazo que ella determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL 

7788-06. ENTREGA MEDICAMENTOS. Alega la recurrente que en julio de 2005 se le diagnóstico cáncer de seno y en agosto de ese mismo año se le realizó una mastectomía de la mama izquierda. Que consecuentemente se le sometió a quimioterapia, pero, a pesar de ello, la clase de cáncer que padece es agresivo con posible reaparición, por lo que el tratamiento abarca menos del cincuenta por ciento. Que su médico tratante le prescribió el medicamento trastuzumab, a fin de detener o reducir el crecimiento de células cancerígenas, pero la CCSS no se lo de entrega. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo y al Gerente de la División Médica, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que de forma inmediata se entregue a la amparada el medicamento trastuzumab, bajo la estricta responsabilidad del médico tratante y del Comité de Oncología del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso.  CL
7608-06. CAMBIO DE MEDICAMENTOS. Alega el recurrente que sufre de afecciones cardiacas,  razón por la que su médico tratante en Hospital de San Carlos le prescribió el medicamento denominado “Clopidogrel 75 mg.”. Que al presentar la receta del medicamento ante la Directora de Farmacia accionada,  dicho medicamento le fue denegado. En esa oportunidad se le entregó nota fechada siete de marzo de los corrientes, en la que se le comunicaba que de acuerdo a los oficios DF-06-05 del veinte de  septiembre y  DF-3208-12-05 del catorce de diciembre, ambos del año pasado, enviadas por el Departamento de Fármaco Epidemiología accionada, el medicamento requerido se  encuentra actualmente suspendido, por lo que le indican que sería tratado como “Ácido Acetil Salicilitico” como complemento al tratamiento; sin embargo, no tolera éste medicamento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Gerente de la División Médica y a la Jefe del Departamento de Fármaco Epidemiología y Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que procedan de inmediato a girar las órdenes que están dentro del ámbito de atribuciones y de su competencia, para que de forma inmediata se entregue al recurrente, de acuerdo a la receta prescrita por el médico tratante el medicamento clopidogrel 75 mg por día que requiere para atender adecuadamente su padecimiento, ello bajo la estricta responsabilidad del médico tratante del Hospital San Carlos.  CL
7626-06. INTERVENCIÓN MÉDICA. Alega el recurrente que su hija, tiene más de veinte días de estar internada en el INS-SALUD debido a un accidente de tránsito.  Indica que necesita urgentemente dos cirugías, una en la columna vertebral lumbar, y otra en un codo. Sin embargo, a la fecha no se le han practicado dichas intervenciones quirúrgicas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, girar las órdenes necesarias a quien corresponda para que, en el futuro, la institución que representa se abstenga de incurrir en los hechos denunciados en este amparo.  CL 

7273-06. CAMBIO DE MEDICAMENTOS. Alega el recurrente que padece de presión arterial y a pesar de que su médico tratante le recetó APROVEL 300 mg solamente le fueron suministradas por tres meses y actualmente se le receta Irbesartan Genérico, que le afecta otros órganos de su cuerpo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo y al Jefe del Comité Central de Farmacoterapia, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar las medidas que sean necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que se suministre de inmediato al amparado el medicamento Aprovel prescrito por su médico tratante en las dosis y durante el plazo que él determine. CL
7291-06. TRATAMIENTO MÉDICO. Acusa la recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social se niega a darle el medicamento  Bevacizumab (Avastin) que según su médico tratante, asociado con quimioterapia, produce mayor beneficio clínico en cuanto a sobrevida, respuesta al tratamiento y tiempo de progresión de la enfermedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente Médico de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar las medidas que sean necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que se suministre de inmediato a la recurrente, el tratamiento con Bevacizumab (Avastin) prescrito por su médico tratante, en las dosis y durante el plazo que ella determine, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
7171-06. CITA MÉDICA. Alega el recurrente que se presentó en la Clínica de Chacarita, de donde se le remitió al Hospital Monseñor Sanabria, con el propósito que un especialista le examinara los ojos y en el mencionado centro hospitalario un funcionario le indicó que no se estaban otorgando citas que estuviera llamando. Que mientras tanto no recibe la atención y tratamiento médico que requiere. CL
7163-06. TRATAMIENTO MÉDICO. Alega la recurrente que sufre de sordera profunda, dado que las autoridades recurridas se niegan a costear un implante coclear que se ha solicitado a la CCSS costear en su totalidad, y que permitiría que la amparada recupere la audición en más de un 95%, permitiéndole una vida normal. Se tuvo por probado que además del implante la amparada requiere de otros tratamientos y que depende de ellos la realización del mismo. Ante un criterio médico-técnico, no puede Sala acceder a la pretensión de la recurrente que solicitó compeler a la Caja Costarricense de Seguro Social a cubrir el costo total del implante coclear. No obstante lo anterior, hasta ahora las autoridades recurridas no han definido cuál es la mejor opción de tratamiento para la sordera bilateral profunda que sufre y de este modo brindarle la mejor calidad de vida posible. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Servicio de Otorrinolaringología y Coordinador de la Comisión de Implante Coclear del Hospital, que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia decida y prescriba a la amparada, el tratamiento más adecuado y necesario para que mejore su calidad de vida (implante coclear, terapia de lenguaje, o colocación de audífonos, etc.), de todo lo cual deberá informar a esta Sala. CL
7162-06. MEDICAMENTOS. Alega la recurrente que es asmática y el Seguro Social le suministra el medicamento "Montelukast" de la marca "Singulair" desde el 2003; sin embargo, en las últimas dos citas se le ha suministrado "Montelukast genérico", el cual no ha resultado efectivo para controlar sus crisis asmáticas. Estima la Sala que no es posible permitir que habiendo prescrito su médico tratante un medicamento determinado, y comprobado su efectividad en la paciente, por una decisión administrativa se le brinde otro medicamento, que ha empeorado su condición. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director Médico de la Clínica Marcial Rodríguez Conejo de Alajuela; y al Gerente de la División Médica de la Caja Costarricense del Seguro Social, que coordinen de forma inmediata la puesta a disposición del medicamento denominado Montelukast en su marca original, Singulair, según lo indicado por la médico tratante, especialista en Neumología de la Clínica Dr. Marcial Rodríguez Conejo. CL
6690-06. TRATAMIENTO PARA PERSONAS OSTOMIZADAS. Alegan los recurrentes que la Caja Costarricense del Seguro les ha facilitado cada mes a las personas ostomizadas y aseguradas el material suficiente para sus necesidades, no obstante,  a finales de dos mil se comenzó a notar que a los hospitales les costaba entregar el material descrito, pues a veces lo entregaban por partes y otras veces el número no correspondía. Alegan que en julio de dos mil cinco la situación se tornó aguda, por cuanto los hospitales empezaron a negar a los pacientes ostomizados el derecho que tienen al material y en agosto, en forma tajante y definitiva, les dijeron que no había material y les entregaron la mitad, es decir, treinta bolsas y una caja de parches, situación muy difícil para los ostomizados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de inmediato disponga todas las medidas de urgencia que en Derecho corresponda, en coordinación con la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que todos los hospitales del país dispongan, oportunamente, de todo el material necesario para que se les entregue, también oportunamente, a todos los pacientes ostomizados, iliostomizados y urostomizados, según la cantidad y tipo que corresponda al procedimiento que se les efectuó. CL
6706-06. NO LE PROGRAMAN OPERACIÓN. Alega el recurrente que tiene una enfermedad para la que se le indicó que su tratamiento es quirúrgico y un año después, aún no le ha sido programada la intervención. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Vicente de Paul, disponer lo necesario para que, de inmediato, se programe la cirugía que requiere el actor, según la urgencia de su caso. CL
6717-06. ATENCIÓN MÉDICA. Alega el recurrente que sufrió un accidente de tránsito, recibiendo múltiples lesiones en ese percance, fue trasladado al Hospital México, donde fue tratado y debiendo ser intervenido quirúrgicamente, le remitieron al Albergue del Instituto accionado en San José para su operación urgente. Sin embargo, en el Instituto Nacional de Seguros no se le dio atención,  bajo el argumento de que la cobertura del seguro obligatorio de su vehículo se  había agotado, razón por la que le correspondía a la Caja Costarricense de Seguro Social continuar con su tratamiento y cirugías, ahora ninguna de las dos instituciones quiere atenderlo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director Médico General; y al Jefe del Servicio de Neurocirugía, ambos del Hospital México, que de forma inmediata se brinde al amparado la atención médica que requiera. Se previene a los recurridos que tomen las medidas necesarias que estén dentro del marco de sus atribuciones y de su competencia, a efecto de que en lo sucesivo no se presenten situaciones como la que motivó la interposición del presente recurso de amparo. CL
6716-06. OPERACIÓN. Alega la recurrente que fue diagnosticada de 3 hernias, siendo remitida para su atención a la Clínica Marcial Rodríguez, donde le otorgaron una cita para el año 2007. En razón de lo anterior, y el estado de salud de la amparada, procedió a consultar a un médico privado, quién le indicó que debía ser operada a la brevedad posible y le extendió una referencia en carácter de urgencia para ser valorada por el médico cirujano en el Hospital de Alajuela, donde se le informó que pese a la urgencia del caso, en estos momentos se encuentran atendiendo pacientes para cirugía del año 2004, por lo cual debería esperar un promedio de año y medio a fin de que fuese intervenida. CL
6144-06. NIEGAN ATENCIÓN MÉDICA POR ESTAR FUERA DE JURISDICCION. Alega el recurrente que las autoridades del Hospital San Juan de Dios le negaron atención médica, bajo el argumento de que se encontraba fuera de la jurisdicción de ese hospital. Consta que aún cuando el recurrente se encontraba en una condición grave de salud y solicitó, insistentemente, ser valorado por las respectivas unidades médicas, los accionados, arbitrariamente, hicieron caso omiso a dicha condición de salud y lo remitieron al Hospital Calderón Guardia. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el quebranto al derecho a la salud del amparado. CL
6142-06. EXÁMENES MÉDICOS. Alega el recurrente que hace más de un año le prescribieron un examen radiológico de Colon por Enema en el EBAIS Nº 2 de la Clínica de Oreamuno de Cartago, pero no le han brindado una cita en el Hospital Max Peralta de Cartago. Sentencia 2006-06142. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico a.i. del Hospital Max Peralta Jiménez de Cartago, que inmediatamente, le fije al amparado, una cita en el Servicio de Radiología para practicarle un estudio de Rayos X de Colon por Enema. CL
6331-06. ATENCIÓN MÉDICA. Alega el recurrente que en el Hospital Calderón Guardia no le han hechos los exámenes correspondientes, sobre una tumoración encontrada en su hígado, aduciendo que las máquinas están malas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Calderón Guardia, que debe realizar en forma inmediata los trámites necesarios para coordinar con el Servicio de Medicina Nuclear del Hospital San Juan de Dios, para que se le realice el examen que tiene pendiente el amparado. CL
6009-06. INS NIEGA ATENCION MÉDICA. Alega el recurrente que producto de un accidente laboral fue atendido por el Instituto Nacional de Seguros donde se le brindó asistencia médica, hospitalaria y farmacéutica, bajo la póliza de riesgo de trabajo número 8317921 de la empresa Pro-Agro Aguas Zarcas Sociedad Anónima. Indica que  el Instituto recurrido lo indemnizó, pero dado el deterioro de salud que ha sufrido, presentó ante el Juzgado Civil de Trabajo de San Carlos demanda ordinaria contra el Instituto Nacional de Seguros, demanda que fue declarada con lugar y dispuso el pago de un porcentaje de diferencia por su incapacidad. Que la Unidad Médico Legal de San Carlos lo valoró y concluyó que era necesario un procedimiento quirúrgico de reconstrucción de la cadera. Alega que las autoridades del Instituto recurrido y de la CCSS se niegan a darle atención aduciendo que el deterioro de su salud es producto de un accidente laboral, por lo que le corresponde asumirla al Instituto Nacional de Seguros. Destaca que, como consecuencia de lo anterior, se ha visto limitado para poder realizar actividades tan simples como el cambiarse de ropa, acostarse, caminar - requiere ayuda de un bastón - y sufre de dolores constantes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo, y a Jefe Médico de la Subdirección de Prestaciones Sanitarias, ambos del Instituto Nacional de Seguros, disponer lo necesario para que se atienda y trate al actor, de inmediato, con base en el diagnóstico del dictamen médico legal DML 2006-4343 del 2 de mayo de 2006, todo a cargo del Instituto Nacional de Seguros. Asimismo, se les ordena, en caso de dejar su puesto, poner en conocimiento de sus sucesores esta sentencia. En cuanto a la Caja Costarricense de Seguro Social, se declara sin lugar el amparo. CL
6007-06. ATENCIÓN MÉDICA PARA PRIVADO DEL LIBERTAD. Privado de libertad que necesita que pongan prótesis en la boca, acusa que no lo llevan a las citas que le programan. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que adopte las medidas pertinentes a fin de que una vez que se le asigne la nueva cita al recurrente, de manera que pueda ser trasladado a la consulta con el Especialista en el Servicio de Odontología del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia. CL
6010-06. ATENCIÓN MÉDICA E INTERVENCIÓN. Alega la recurrente considera que aún no se le ha practicado la cirugía que requiere para su problema con un ojo el cual mantiene desde el 2003, y todas las fechas programadas han sido canceladas. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director del Hospital Dr. Calderón Guardia, que disponga lo necesario a fin de que coordine inmediatamente la programación de forma cierta y precisa de la fecha en que se le hará la intervención quirúrgica que la amparada necesita -según criterio de su médico tratante.  CL
5924-06. NIEGAN ATENCIÓN MÉDICA. Alega la recurrente que su madre, presenta retinopatía diabética  en ambos ojos, el ojo derecho fue tratado con rayos láser, el ojo izquierdo presenta actualmente hemorragia vítrea, razón por la cual se le remitió a la Clínica Oftalmológica para vitrectomía. Señala que, sin embargo, a su madre no se le ha dado el tratamiento que requiere pues los funcionarios del Servicio de Oftalmología aducen que sus “exámenes no aparecen”,  razón por la que no pueden darle una cita, o bien, prestarle la atención médica correspondiente, a pesar de la urgencia de una intervención quirúrgica. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General y al Jefe de la Clínica del Servicio de Oftalmología, ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que procedan de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que la amparada sea atendida inmediatamente y se le realice también de manera inmediata, la vitrectomía que requiere o cualquier otro procedimiento quirúrgico o tratamiento médico que necesite de acuerdo con el criterio que brinde el galeno que conocerá su caso particular. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

7822-06. LIMITACIONES DEL IDA.  Alega el recurrente que la limitación de 15 años que fija el artículo 67 de la Ley de Tierras y Colonización, es inconstitucional por contravenir lo establecido en los artículos 33 y 45 de la Constitución Política y los principios de razonabilidad y proporcionalidad, la ha legitimado la Sala al resolver en otros planteamientos similares. Con base en antecedentes, entre los que están las sentencias 9099-04, 6434-03, 9119-00, 5363-05, entre otros, se rechaza  por el fondo el recurso. RF
7842-06. NO SE PERMITE A EXTRANJERO TITULAR PROPIEDAD. Alega la recurrente que compró un derecho de posesión sobre un terreno propiedad del Instituto Mixto de Ayuda Social y la institución se niega a reconocerle sus derechos por ser nicaragüense, lo cual estima discriminatorio.  Consta que la amparada presentó una gestión verbal de su caso ante la institución y el inmueble que pretende titular es un bien de dominio público comprado con fondos de Asignaciones Familiares, por lo cual se le informó que no reúne los requisitos al no ostentar la condición de costarricense. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia 1415-99 y no se encuentran razones para variar el criterio. SL
7434-06. DESALOJO. Alegan los recurrentes que por resolución número 5380-02 D.M. el Ministerio de Seguridad Pública acogió las diligencias de desalojo administrativo interpuestas por Mamaroscar Princess S.A., contra los presuntos invasores de dos  inmuebles en Salinas de Puntarenas, el cual se suspendió hasta tanto no se resolviera el proceso que se tramita en el Juzgado Agrario de Puntarenas. Señala que el representante de la empresa apeló la decisión aduciendo que los inmuebles que ocupan no están dentro del proceso que se ventila en vía judicial y sin darles debido proceso, se ordenó su desalojo. Se constató que no es cierto que se les haya dejado en estado de indefensión.  SL
6303-06. APERTURA DE CALLE PÚBLICA. Alega el recurrente que la municipalidad recurrida no le ha notificado acto alguno a la sociedad propietaria Alegrías Completas Sureñas S.A., sobre en el proceso de eliminar el portón colocado en un camino público. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho constitucional al debido proceso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Osa, que en el término improrrogable de ocho días contado a partir de la notificación de esta sentencia, comunique al representante legal de la Sociedad Anónima Alegrías Completas Sureñas, la resolución de las 14:00 horas del 12 de enero del 2006 y anular lo resuelto en la resolución de las 09:00 horas del 27 de enero del 2006. CL
DERECHO DE TRABAJO
7966-06. ELIMINAN ALGUNOS BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE RECOPE. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 47 bis, 48, 101, 105, 139 y 159 bis de la Convención Colectiva de Trabajo de la Refinadora Costarricense de Petróleo, Sociedad Anónima (RECOPE), suscrito el dieciséis de abril del dos mil dos. Las normas se impugnan, porque se obliga a RECOPE a traspasar el vehículo al sindicato que ha venido usando en ejercicio de sus funciones propias, por posibilitar el otorgamiento de licencias con goce de salario, hasta a cinco trabajadores por mes calendario, que puede ser fraccionado, para atender cursos de capacitación y asistencia a congresos a los que resulten becados o no, electos para asistir a cursos o congresos de carácter cooperativo internacional; en los que están comprometidos los fondos públicos, faculta a la empresa para otorgar a sus empleados, permiso con goce de salario, según su turno, incluidos sábado y domingo, y asueto, con motivo de las fiestas patronales o cívicas que decrete el Poder Ejecutivo en los cantones donde laboren; así como la obligación del pago doble, en caso de que el empleado labore en esos días, se obliga a la empresa a girar veinticinco mil colones al trabajador que contraiga matrimonio, faculta a los funcionarios que tengan más de sesenta años, pero que no han completado las cuotas para acogerse al régimen de invalidez, vejez y muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social, a criterio del sindicato y la empresa, puedan acogerse a ese Régimen, se reconoce a partir del primero de enero de mil novecientos noventa y uno, un plus salarial en razón del grado de peligrosidad del centro de labores donde le corresponda prestar sus servicios, fijándose en un quince por ciento (15%) del salario base, para trabajadores que laboren en la Refinería de Moín, y el diez por ciento (10%) para los que laboran en planteles de almacenamiento y distribución de combustible; sin que se justifique el otorgamiento de este beneficio. Se declara parcialmente con lugar esta acción. En consecuencia, se declara la inconstitucionalidad del artículo 47 bis de la Convención Colectiva de Trabajo de la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. El artículo 139 se interpreta, conforme al Derecho de la Constitución, en el sentido indicado en la parte considerativa de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial
7937-06. LIBERTAD DE EXPRESION A FUNCIONARIOS PUBLICOS. Alegan los recurrentes la violación a su libertad de expresión, porque se les impuso una sanción de amonestación escrita por expresar opiniones, a una periodista del Diario Extra, sin la intención de causar daño al Instituto Geográfico Nacional, sobre los archivos de fotografías históricas de la institución. La institución recurrida consideró que omitió guardar reserva sobre los asuntos ministeriales  causando mala imagen del Ministerio y además, no coordinaron con sus superiores. No obstante lo anterior, considera la Sala  que la imposición de una sanción a los amparados por las declaraciones rendidas a la prensa, resulta flagrantemente inconstitucional por quebrantar su libertad de opinión o expresión, independientemente de haberse ejercido en su condición de funcionarios del Ministerio recurrido. Sobre el tema, se citan además las sentencias 1527-03, 1201-05 y 10341-05. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones 05-451 y 05-452 de las 8:00 horas del 4 de agosto del 2005 del Director de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que imponen la sanción de amonestación escrita a los recurrentes. CL
7882-06. SANCION SIN DEBIDO PROCESO IMPUESTA A EX FUNCIONARIO JUDICIAL. Alega el recurrente la violación a su derecho al debido proceso, en donde se le impuso la suspensión de un mes en el Poder Judicial, a pesar de que ya no era funcionario judicial. Se constata que al recurrente se le garantizó su derecho de defensa. Asimismo, se reitera que la potestad de sancionar por parte de la Administración no decae por el hecho de que finalice la relación laboral y sobre el tema se citan las sentencias 2958-99, 622-93 y 5424-02. SL

7942-06. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO A EMBARAZADA. Alega la recurrente que fue suspendido su nombramiento interino, a pesar de encontrarse en incapacidad por licencia de maternidad. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena a Director del Departamento de Personal del Ministerio de Educación Pública restituir de inmediato a la recurrente en el pleno goce de sus derechos conforme la acción de personal n° 2700867 que la nombró del 01 de febrero del 2006 al 31 de enero del 2007. Asimismo se anula la acción de personal n° 3255167 y cualquier otro acto asociado al cese de nombramiento interino de la recurrente. CL
7886-06. ASUETO POR PARTIDO DE SELECCIÓN. En este caso, se alega la inconformidad con el asueto para los funcionarios públicos, decretado por el Poder Ejecutivo para el partido inaugural del Mundial de Fútbol, que a la luz de las facultades que la misma ley le otorga, fue aprobado por el Presidente de la República. Lo anterior, no violenta derechos fundamentales del recurrente y este Tribunal no está en posibilidad de determinar la procedencia o no del asueto de interés. RP 

7804-06. NOMBRAMIENTO. ASIGNACION DE LECCIONES.   Alega la recurrente que fue nombrada para brindar 15 lecciones de recargo en Religión en la Escuela Líder INVU Las Cañas, pero no fue aceptado su nombramiento por la Directora, aduciendo que no hay horario disponible para impartir esas lecciones en la Escuela Líder INVU Las Cañas, por lo que además, los alumnos de quince grupos de esa Escuela, han sido privados de recibir lecciones de educación religiosa. Se tuvo por probado que no se estaban dando las clases de religión, como corresponden por ley. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora de la Escuela Líder INVU Las Cañas, al asesor supervisor del Circuito 02 de la Dirección Regional de Educación de Alajuela, y al Director Regional de Educación de Alajuela, que dispongan lo pertinente a fin de que todas las secciones del I y II ciclo del Colegio Líder INVU Las Cañas reciban las 2 lecciones de educación religiosa que les corresponden, de conformidad con la ley, a partir de los quince días posteriores a la notificación de esta sentencia. Los Magistrados Calzada, Vargas, Jinesta y González ponen nota. CL Parcial
7728-06. PROCEDIMIENTO  ADMINISTRATIVO. AUDIENCIA. Alega la recurrente que en procedimiento que se lleva en su contra en la Municipalidad de Tibás, se llevó a cabo una audiencia, aún cuando estaba incapacitada. Sobre el tema se cita la sentencia 10268-01 y se reitera que  el hecho de que la trabajadora se encontrara incapacitada no la libera de presentarse a  la audiencia  señalada. SL
7743-06. ACCESO A EXPEDIENTE. Alega el recurrente que no se le permite el acceso a expediente que se lleva en su contra en la Municipalidad de Mora, aduciendo que se encuentra extraviado. Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 39 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Mora, al Presidente del Consejo Municipal de Mora y al Presidente del Órgano Director del Procedimiento, que pongan a disposición del amparado el expediente de personal original y que se reponga el expediente del concurso de antecedentes, si no fuera posible restituirlo, se advierte a los accionados según los términos del artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que no deberán incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito al presente recurso. CL
7754-06. ANULAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. Alega la recurrente que el Ministerio de Educación Pública, mediante acción de personal número 2930293, la nombró en propiedad a partir del primero de febrero del dos mil seis en la plaza de Profesora de Enseñanza General Básica en la Escuela Cecilia Orlich Figueres de Desamparados; sin embargo, posteriormente se le comunicó que se dejó sin efecto su nombramiento porque al tratarse de una plaza que pertenece al Programa Especial de Aula Abierta, no es posible nombrar en propiedad en dicha clase de puestos. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios en perjuicio de la recurrente. Se anula el oficio DG-1597-2006 del veintisiete de enero del dos mil seis, mediante el cual se le revocó a la recurrente su nombramiento en propiedad. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que deberá proceder de inmediato a restituir a la recurrente en el pleno goce de sus derechos y a enderezar los procedimientos correspondientes para que, en aras de enmendar el error cometido por la Administración, se respeten los derechos fundamentales de la recurrente. CL
7596-06. TRASLADO DE FUNCIONARIOS DE LA CCSS. Alegan los recurrentes que en la CCSS se ordenó el traslado de los funcionarios ubicados en Cedeso al edificio Genaro Valverde, oficinas centrales, piso 11, en el espacio actualmente ocupado por la Unidad Asesora de Comisiones Técnicas, se les indicó que el cambio se debía al proceso de reestructuración. Queda claro que a los recurrentes se les informó sobre su traslado, pero no se contaba en ese momento con sus perfiles ocupacionales, lo que se considera contrario a sus derechos. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios de la Directora de la Dirección de Desarrollo de Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponen el traslado de los actores, y se deja también sin efecto el traslado de una de las funcionaria. Se ordena a la Directora de Desarrollo de Servicios de Salud, abstenerse de ordenar los traslados de los recurrentes, mientras no se les informe, con claridad y con la debida antelación, de las nuevas funciones asignadas, así como de la oficina en que las desarrollarán, concediéndoles, asimismo, oportunidad de impugnar la decisión adoptada. CL 
7587-06. TRASLADO POR RAZONES DE SALUD. Alega el recurrente que labora en el IMAS y que por su estado de salud, cuenta con dictámenes médicos que recomiendan su traslado a un lugar más adecuado para un mejor rendimiento laboral; sin embargo, le fue rechazada su gestión. En asuntos similares, la Sala ha señalado que resulta arbitrario que la Administración se cuestione si procede o no, el traslado de un funcionario por cuestiones de salud. Es claro que si la Caja Costarricense de Seguro Social atendió al amparado y emitió un criterio médico en su caso, no podría el Instituto recurrido cuestionar dichas valoraciones, pues ello no resulta de su competencia y mucho menos negarse a realizar el traslado que el funcionario requiere. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario, que proceda INMEDIATAMENTE a reubicar al amparado en otro puesto que no atente contra su salud, según lo recomendado por los médicos de Medicina Laboral de ese Instituto y de la Caja Costarricense de Seguro Social.  CL
7480-06. REBAJO DE SALARIO. Alegan los recurrentes que laboran en las tiendas libres del aeropuerto y  unilateralmente el IMAS varió las reglas salariales establecidas,  en tanto decidió no pagar más el componente salarial calculado por comisión, rebajándoles así el salario en casi un cincuenta por ciento. El pago del rubro de comisión que se efectuaba a los vendedores del IMAS, les fue eliminado con base en una disposición de la Autoridad Presupuestaria, medida que debe ser analizada ante los tribunales ordinarios y no en esta vía. SL
7450-06. INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Alega la recurrente que trabaja en el Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, de forma interina, como auxiliar de servicios generales 2; sin embargo fue sustituida por otra persona nombrada en igual condición de interina. En este caso y por las funciones concretas que se realizan en el Despacho, indican las autoridades recurridas que el Manual de Control Interno recomienda rotar sistemáticamente las labores entre funcionarios con labores afines. También en acatamiento de directrices del Consejo Superior se han efectuado nombramientos mes a mes, en cadena, de varios funcionarios en forma interina, siendo el último de ellos el de la actora, por lo que estaba conciente de las condiciones del mismo. SL

7560-06. ELIMINAN PLUS SALARIAL DE PROHIBICION. En el Ministerio de Relaciones Exteriores le fue eliminado el rubro de prohibición, como producto de una reubicación de su puesto. Afirma que no se le dio debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, proceder inmediatamente a girar instrucciones para que se le pague a la amparada lo correspondiente al 25% de prohibición desde el momento en que se le dejó de cancelar. CL
7584-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que labora como contador en la Junta Administrativa del Colegio Deportivo de Limón y fue despedido sin debido proceso. Es claro que en este caso concreto no se le dio al amparado la posibilidad de defenderse. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la Junta Administrativa del Colegio Deportivo de Limón, tomado en sesión No. 143 del 13 de setiembre del 2005, que dispone la destitución del Tesorero-Contador. CL
7261-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Acción de Inconstitucionalidad de Federico Malavassi Calvo y otros contra los artículos 26, 27 inciso i), 44, 56 incisos k), l), m), n) y o), 61, 134, 137 y 141 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Las normas se impugnan por otorgar licencias, con o sin goce de salarios, hasta por sesenta días, un año o más de un año, respectivamente, fija licencias con goce de sueldo a favor de los trabajadores eficientes de esa institución, en períodos que van desde quince días después de diez años de servicio  a sesenta días después de treinta años de trabajo. En casos excepcionales, se asignarán subvenciones a los padres o hermanos del beneficiario que de manera única y exclusiva dependan de él. Estiman que ese numeral otorga un beneficio, determinan un tabla de sobresueldos a ciertos funcionarios del INS, fija una sistema de incentivos salariales por estudios formales en forma de sobresueldo, estatuye un plan de póliza de vida diferida para los trabajadores con una financiación del INS de un doce por ciento de los sueldos totales del personal, por su parte, el artículo 137 establece opciones para aplicar la cuenta individual de fondo creado por esa póliza, regula que los trabajadores incapacitados con menos de un año de antigüedad recibirán un noventa y cinco por ciento durante los tres primeros días y a partir del cuarto día el pago del sueldo completo por tres meses en caso de enfermedad, en el caso de funcionarios con más de un año de antigüedad. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan los artículos 27 inciso i), 44 en su párrafo final que dice: "En casos muy especiales, a juicio de la Gerencia, la beca comprenderá la asignación de subvenciones a los padres o hermanos del beneficiario que dependen económicamente de él, de manera única y exclusiva, si los hubiere." 134 y 137 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. El artículo 26 no es inconstitucional siempre que se interprete de conformidad a lo señalado en el Considerando IX de esta sentencia. En lo restante se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial
7149-06. EJECUCION DE NOMBRAMIENTO. Alega la que el Departamento de Recursos Humanos de la Asamblea Legislativa se negó a ejecutar un acuerdo para su nombramiento interino en la plaza de Subdirectora de Servicios Técnicos, ordenado por el Directorio Legislativo. Lo pretendido por la recurrente no procede concederlo en esta vía, ya que de lo que se trata es de un diferendo de criterios entre dos departamentos de la institución, de manera que corresponderá a las mismas autoridades administrativas de la Asamblea Legislativa o a las instancias judiciales ordinarias solventar la situación. SL 

7096-06. DESPIDO POR INCAPACIDAD PROLONGADA. Alega la recurrente que labora en el Instituto recurrido desde 1996 y desde junio del 2004 se le diagnosticó una hernia de disco lumbar, razón por la que fue incapacitada por mucho tiempo. Posteriormente se le comunicó su despido con responsabilidad patronal a partir del 15 de diciembre del 2005, de conformidad con lo establecido en los artículos 79 y 80 del Código de Trabajo, acto que considera violatorio de su derecho al debido proceso. Se declara sin lugar el recurso con base en un antecedente en similar sentido. 2492-01. SL
7215-06. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le nombró Subjefe de dicha Policía de Proximidad, lo que se anotó en todos los libros de guardia de Corredores y se le  entregó por escrito. Posteriormente se variaron sus funciones y lugar de trabajo, en forma verbal, además, le indicaron que su nombramiento era nulo, sin observar ningún tipo de procedimiento. Según consta el nombramiento como Subjefe de la Policía de Proximidad, nunca se tramitó formalmente, ni se emitió la correspondiente acción de personal, requisito indispensable para proteger los nombramientos bajo el principio de intangibilidad de los actos propios. No obstante, el traslado es arbitrario, pues consta que se violó el derecho al trabajo y el derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al traslado del actor. Se anula ese extremo de la resolución impugnada (punto tercero de la parte dispositiva de la resolución de la Dirección de la Décima Región de Ciudad Neily, Corredores, #DR10-DAV-0056-06 de las 15:58 horas del 13 de enero de 2006). Se al Director de la Décima Región Policial, Comando Sur, restituir al actor, de inmediato, en el puesto y todas las condiciones laborales en que se encontraba, antes de que se le nombrara Subjefe Cantonal de Corredores. En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial
7217-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. TRASLADO DE CARGOS. Alegan los recurrentes que en el proceso que se  lleva en su contra no se les notificó el acto de nombramiento del Órgano Director del Procedimiento Administrativo, lo que trae consecuencias en el cómputo de la prescripción y, además no se les ha hecho traslado de una relación detallada de hechos por los que se les investiga en el MOPT. De lo expuesto por los recurrentes, la Sala considera violado únicamente su derecho al derecho de defensa por el indebido traslado de cargos, en donde no se consigna un detalle acerca de cuáles hechos u omisiones en concreto le son atribuibles individualmente a cada uno de ellos, sino que simplemente se hacen referencias generales. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones del Órgano Director del Procedimiento Administrativo número 002-2006 y 003-2006, emitidas a las ocho horas y a las ocho horas treinta minutos emitidas a las catorce horas del nueve de agosto de dos mil cuatro, mediante las cuales se dio apertura al procedimiento administrativo contra los amparados sin un adecuado traslado de cargos. CL Parcial
6795-06. PAGO DE DIFERENCIA SALARIAL POR ZONAJE. Alega el recurrente a pesar de que la Contraloría General de la República, informó cuáles eran los montos mínimos y máximos que por concepto de zonaje debían aplicarse a partir del primero de julio del dos mil cinco, a aquellos trabajadores -que como a él- se les reconoce el pago de ese extremo laboral, a la fecha, el IDA no ha aplicado las actualizaciones correspondientes. Según consta, contra el amparado se tramita un procedimiento administrativo ante el Instituto de Desarrollo Agrario, a efecto de establecer si procede o no continuar pagándole el extremo salarial denominado zonaje, de manera que tanto el pago de es rubro, como su pago efectivo, son aspectos que como se ha dicho en otros casos, no corresponde analizar en esta vía. RP
7064-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que en su contra se inició un procedimiento administrativo en el BCCR y se le solicitó información necesaria para la investigación en su contra. Afirma que a pesar de que la información requerida se solicita en su condición de funcionario y no personal, ésta incide en forma directa en el procedimiento administrativo disciplinario. La información solicitada por el órgano director, lo fue en su calidad de Director de un departamento, como correos electrónicos dirigidos al personal, reportes de averías, y otras, quedando claro que no se solicita ninguna declaración, sino información pública propia del departamento, que no puede el amparado negarse a brindarla. SL
7033-06. NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que participó en un concurso en el PANI y a pesar de que quedó dentro de las personas elegibles, no fue nombrada en la plaza que le interesa de la terna que se confeccionó al efecto, siendo que estima le asiste mejor derecho para ocuparla por haber venido nombrada en ella por largo tiempo. La Sala ha señalado en forma reiterada que el régimen de nombramiento de los servidores y funcionarios públicos, pretende garantizar el derecho que tiene toda persona de tener acceso, en condiciones generales y razonables de igualdad, a las funciones públicas  y de gozar de estabilidad en el empleo. Además, posibilita la escogencia con base en un concurso anterior de quien compruebe ser candidato idóneo para ocupar el cargo en aras de la prestación eficiente del servicio público. Sin embargo dicha tutela constitucional se agota con el derecho de participación igualitaria que tienen los oferentes para integrar la nómina o terna respectiva, ya que, una vez confeccionada ésta, con lo que cuenta el interesado es con una simple expectativa a ocupar el cargo para el que opta y la Administración tiene completa discrecionalidad a efecto de elegir a la persona que esta conviniere una vez comprobada su idoneidad, persona que puede ser escogida dentro de la terna o nómina sometida a su consideración, sin necesidad de respetar el orden prestablecido por la nota de evaluación. Sentencia 11113-04. RF 

7194-06. ACUSA QUE NO FUE REINSTALADO EN EL PUESTO POR HABER SIDO ABSUELTO EN PROCESO DISCIPLINARIO. NO SE RINDIO INFORME POR PARTE DEL MEP. Alega el recurrente que presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra la resolución que disponía cesarlo de sus funciones de Profesor Unidocente en la Escuela de Puerto Lindo de Colorado de Pococí, según causa disciplinaria que se tramitó en expediente número 491-03. Indica que al resolverse dichos recursos se le dio la razón por lo que el reintegro a sus labores debió ser de inmediato; sin embargo desde agosto del dos mil tres, ha estado haciendo incesantes llamadas telefónicas pero lo único que le dicen es que debe esperar a recibir una comunicación oficial, y mientras tanto lo mantienen sin trabajo, aún cuando se le absolvió de los cargos atribuidos. El  Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública no rindió el informe solicitado por la Sala razón por la que, en aplicación de lo establecido en el artículo 45 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tienen por ciertos los hechos alegados por el recurrente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que proceda de manera inmediata a girar las órdenes que sean necesarias para agilizar los procedimientos administrativos que se deban realizar en el caso concreto de manera que dentro de un plazo razonable se defina la situación laboral del recurrente a fin de que pueda realizar las funciones para las cuales fue contratado, con los mismos derechos y garantías laborales de que disfrutaba siempre y cuando no exista otra causa administrativa que de manera expresa lo impidiera. CL
7219-06. FALTA DE FUNDAMENTACION EN CALIFICACION DE SERVICIOS. Alega la recurrente que labora para la Caja Costarricense del Seguro Social desde hace veinte años y recientemente participó en un concurso en el cual se le asignó en propiedad la plaza de Enfermera 1 bajo criterios de idoneidad. Agrega que como parte de la adaptación a su nuevo puesto, la Directora recurrida la calificó mediante un informe en el que consignó una serie de afirmaciones, sobre las que previamente no le dio derecho de defensa.  En este caso, la Sala no tiene competencia para pronunciarse en cuanto a las razones de fondo que se dieron para calificar a la recurrente como se hizo, lo que si puede entrar a valorar es el procedimiento de impugnación que se ha dado a partir de la inconformidad de la recurrente con ese informe, pues la recurrente lo impugnó y la revocatoria y apelación fue rechazada en una resolución que no está adecuadamente fundamentada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área de Salud Número 3 y a la Jefe de Enfermería del Área de Salud Número 3, Clínica San Rafael de Puntarenas, que procedan de manera inmediata a retrotraer los procedimientos hasta el momento en el que la recurrente presentó el recurso de revocatoria en contra del Informe de Adaptación al Puesto, a fin de garantizar a la recurrente, partir de ese momento, el ejercicio efectivo del debido proceso y del derecho de defensa. CL
6728-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DE LA COMPAÑÍA NACIONAL DE FUERZA Y LUZ. Se declara con lugar la acción con el voto salvado de los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 92.1 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz.  La norma dispone: "Articulo 92: La Compañía dará a sus trabajadores y pensionados, el 50 por ciento de la tarifa eléctrica. Este derecho lo tendrán los jefes de familia o aquellos que estén sosteniendo la obligación, aún no siendo jefes de familia, todo debidamente comprobado ante la Compañía. Se exceptúan a los empleados que viven en propiedad de la Compañía, en cuyo caso el fluido será gratuito." La disposición establece un privilegio respecto de aquellos funcionarios públicos que laboran para la C.N.F.L., en cuanto los exime total o parcialmente del pago de la tarifa eléctrica, con lo cual, el resto de los consumidores deben asumir la carga a fin de cubrir las cuotas respectivas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 92 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz y el Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones (SITET) firmada el treinta de agosto de mil novecientos noventa y cinco. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL
6729-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DE JAPDEVA. Se declara parcialmente con lugar la acción con el voto salvado de los Magistrados Calzada Armijo y Jinesta. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 9, 49, 53 y 77 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Las normas se impugnan en cuanto estima que vulneran los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, por cuanto contiene privilegios a favor de un grupo reducido de personas sin que existan criterios objetivos y razonables que los justifiquen. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan en su totalidad los artículos 44, 59 y 68 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Asimismo, se anulan el párrafo 2° del artículo 57 y todo el artículo 70, con excepción del párrafo inicial y el acápite 2.2.5 del inciso 2° de dicho artículo. El acápite 2.2.5 del inciso 2° del artículo 70 se interpreta, conforme a la Constitución, en el sentido que la ayuda por fallecimiento del trabajador puede ser otorgada, pero debe estar debidamente reglamentada, y los montos que se asignen deben ser razonables y sujetos a control. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.  La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial
6730-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DE JAPDEVA. Se declara parcialmente con lugar la acción, con el voto salvado de los Magistrados Calzada Armijo y Jinesta. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Convención Colectiva de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. La normativa impugnada se estima contraria a los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad, al establecer, según dicen, privilegios que afectan el uso de fondos públicos, la buena gestión en la prestación de los servicios públicos e implican un uso indebido del dinero de todos los costarricenses. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el texto: “En casos excepcionales a juicio de JAPDEVA, este plazo de (10) DIEZ AÑOS podrá reducirse” contenido en el párrafo 3° del artículo 7 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. El artículo 53 debe ser interpretado, conforme a la Constitución, en el sentido que el monto negociado por la Junta para compensar el costo de vida de acuerdo con el índice de precios al consumidor de la zona caribe, puede ascender hasta la cifra residual de dicho importe, una vez restado el aumento decretado por el Poder Ejecutivo. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.  CL Parcial
6727-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA JUNTA DE PROTECCION SOCIAL DE SAN JOSE EN CUANTO AL TOPE DE CESANTIA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Consideran los recurrentes que las normas son contrarias a los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad, porque existe una inexistencia de tope de cesantía.  Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el texto “sin límite de años”, contenido en el artículo 20 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Protección Social de San José. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese4 íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial
6734-06. NORMA ATIPICA. NOMBRAMIENTOS DE PROFESORES EN ESCUELA Y COLEGIO LABORATORIO DE LA UCR. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 83 de la Ley de Presupuesto Extraordinario de la República (N° 7015) modificado por el artículo 40 de la Ley de Presupuesto Extraordinario de la República número 7040 y artículos 4, 8 y 21 del Decreto Ejecutivo número 24782-MEP. Se permite hacer una regulación especial de los nombramientos de profesores mediante normas atípicas. Se excluye a los profesores de estas instituciones de Régimen de Servicio Civil, no existen plazas fijas en Escuelas y Colegio Laboratorio. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anulan el artículo 83 de la Ley N° 7015 y su reforma (artículo 40 de la Ley N° 7040) así como el Decreto Ejecutivo N° 24782 en su totalidad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
6705-06. TRASLADO POR REESTRUCTURACION EN LA CCSS. Alega el recurrente que trabaja como médico para la Caja Costarricense de Seguro Social, labor que ha desempeñado en diversos puestos, todos en forma interina, hasta la fecha.  Actualmente labora como Jefe del Departamento de Medicina Preventiva de la Dirección Técnica en Servicios de Salud. Indica que se le comunicó la decisión de trasladarlo al Hospital Calderón Guardia, con fundamento en una supuesta reestructuración.  Aduce que en ningún momento se le puso en conocimiento de la reestructuración en cuestión y el acto de traslado se da sin ningún fundamento y  responde a una persecución en su contra. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio DDSS-1631 del 22 de junio de 2005, mediante el cual se comunicó el traslado del amparado como funcionario del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia. Se ordena al Presidente Ejecutivo y a la Directora de la Dirección de Desarrollo de Servicios de Salud, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que dispongan en forma inmediata, si otra causa no lo impide, restituir al amparado, en la misma categoría y funciones que ocupaba antes del proceso de reorganización institucional, con el pleno goce de todos los derechos. CL
6511-06. SANCION IMPUESTA SIN DEBIDO PROCESO. Acusa el recurrente que el Director Deportivo del Comité recurrido le comunicó una amonestación por escrito, con copia en su expediente personal, sin darle de previo oportunidad de ejercer su defensa. Se tiene por acreditada la violación al debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de fecha 23 de junio del 2005. Se ordena al Director Deportivo del Comité Cantonal de Deportes de Cartago que en el término improrrogable de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, remueva de forma definitiva del expediente personal del recurrente, todas las copias del oficio anterior. CL
6499-06. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que durante seis años se ha desempeñado como Profesional Jefe 1 especialidad Derecho como Jefe de la Asesoría Legal de la Dirección General de Aduanas del Ministerio de Hacienda. Que con motivo del proceso de reestructuración que se dio en el Servicio Nacional de Aduanas, la Asesoría Legal pasó a ser la Dirección Normativa. Señala que se dispuso reubicarlo temporalmente por cuatro meses como Director de la Dirección Normativa, mientras se concluía el manual de puestos y el manual de cargos. No obstante lo anterior, por resolución RES-DGA-455-2005 de las 8:10 hrs del 19 de agosto de 2005, sin debido proceso, se le reubica de manera transitoria degradando sus funciones y eventualmente un rebajo sustancial del salario. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de la Dirección General de Aduanas Nº RES-DGA-455-2005 de las 08:10 hrs. del 19 de agosto del 2005. CL
6576-06. NO LE PERMITEN A FUNCIONARIO JUDICIAL USAR EL PELO LARGO. Se declara sin lugar el recurso con el voto salvado de los Magistrados Calzada y Cruz. Alega el recurrente que desde hace ocho años labora como oficial de investigación en la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Sarapiquí, Heredia y por convicciones personales, basadas en sus creencias, usa su cabello largo, pues considera que su cabello es uno de los legados que Dios le ha dado. Sin embargo, por oficio 620-ORS-05, su jefe inmediato le previno que no podía usar el cabello largo y deberá cumplir con lo ordenado en el término de tres días. La prohibición de usar el pelo largo se fundamentó en lo estipulado en la circular No. 63-2003 del 23 de julio del 2003, mediante la cual el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso actualizar la Circular No. 78-98, del 24 de septiembre de 1998 sobre la “Correcta Presentación Personal de los Funcionarios y Servidores Judiciales” y prohibirle a los varones, funcionarios de dicha Institución, utilizar el cabello largo. Además, el amparado se encuentra dentro de una relación de sujeción especial, y como tal, no solo posee una serie de derechos y atribuciones frente a la administración  sino también, una serie de obligaciones, deberes y limitaciones a respetar. Sobre sus creencias religiosas, no especifica si su la religión o culto que profesa, requiere esencialmente, la utilización de su cabello largo como parte de la manifestación externa de la libertad religiosa que dice ostentar. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
6472-06. NIEGAN PARTICIPACION DE LOS FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA EN ACTIVIDADES POLITICAS. Alega el recurrente a los funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública se les impiden reunirse en los diferentes Clubes de Partidos Políticos a fin de tratar asuntos de su interés, como si el derecho a reunirse para esos efectos estuviera limitado en la Constitución Política. La Sala reitera que el derecho de reunión y de  participación en los procesos político- electorales impuestos a los miembros de la fuerza pública fueron limitados por el legislador sustentado en el deber de objetividad y neutralidad, y los principios de independencia e imparcialidad. Se citan las sentencias 2883-96, 2134-95, 425-91, 3504-94. SL
6441-06. SUSPENSION CON GOCE DE SALARIO. Alega el recurrente que es el Gerente General de Popular Valores Puesto de Bolsa, Sociedad Anónima y que la Junta Directiva Nacional del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, le comunicó el acuerdo de suspenderlo con goce de salario, mientras se lleva a cabo una investigación. Asimismo, acusa que la resolución alude a un informe de Auditoría, al que no se le ha dado acceso. Sobre la suspensión con goce de salario no se encuentra violación alguna a los derechos fundamentales del recurrente, por cuanto no se trata de un acto sancionatorio sino de una medida cautelar dictada a efectos de una investigación y se citan las sentencias 3007-97 y 11725-02, 5796-96, 5358-99, 6044-05, 1030-06. Sobre la entrega del informe, se acredita que  al momento de la presentación del amparo no han transcurrido los 10 días previstos en el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y, de todas formas ya le fue entregado. SL
6569-06. TRASLADO LABORAL. Acusa el recurrente que en el MOPT se ordenó su traslado de la Región III de Alajuela del Ministerio de Obras Públicas y Transportes a la Dirección Macro-Región Pacífico Central, en forma intempestiva, como una sanción encubierta y sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el traslado dispuesto mediante carta de presentación Nº 2006-79 del 23 de marzo de 2006 de la Dirección General de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos constitucionales. CL

6411-06. PLUS SALARIAL DE ZONAJE EN EL IDA. Alega el recurrente que labora en el Instituto de Desarrollo Agrario y que recibe el componente salarial de zonaje. Que sin haber mediado noticia ni procedimiento previo,  el recurrido procedió a deducirle aproximadamente un quince por ciento del monto que recibía por dicho concepto. Sobre el tema la Sala se había pronunciado en la sentencia número 8305-03. Además, contrario a lo que afirma el recurrente, se están analizando otros amparos ante este Sala, sobre el mismo asunto planteado.  RF
6347-06. BENEFICIOS EN PAGO DEL SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD A FUNCIONARIOS DE LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 48 del Reglamento “Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social”. La norma se impugna, únicamente en tanto establece un privilegio respecto de aquellos funcionarios públicos que laboran para la Caja Costarricense del Seguro Social, en tanto los exime del pago del cincuenta por ciento de la contribución forzosa para el pago del seguro de enfermedad y maternidad. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional, el artículo 48 del Reglamento denominado “Normativa de Relaciones Laborales” emitido y aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en sesiones números 7217 y 7234 de veintitrés de mayo y treinta de junio, ambos de mil novecientos noventa y ocho, artículos 23 y 1°, respectivamente, publicado en La Gaceta número 137 de dieciséis de julio de mil novecientos noventa y ocho. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, lo que implica que los trabajadores no están obligados a reintegrar el porcentaje no pagado de la cuota obrera para el régimen de Enfermedad y Maternidad, con anterioridad al dictado de esta sentencia. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
6192-06. SUSPENSION DE PLUS SALARIAL SIN DEBIDO PROCESO EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente la violación al principio de intangibilidad de los actos propios, toda vez que acusa que ante su solicitud en el año 2000 de que fuera revisado su salario, el Departamento de Personal reconoció que se le debían pagar los incentivos de la Ley de Incentivos para Profesionales en Ciencias Médicas, lo cual procedieron a ejecutar; sin embargo, posteriormente éstos fueron suspendidos y se ordenó su reintegro, por cuanto el Consejo Superior del Poder Judicial consideró que no procedía dicho reconocimiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 65-2000 de las ocho horas del diecisiete de agosto del dos mil, artículo XXVIII y todos aquellos actos administrativos posteriores que desconocen lo resuelto por el Jefe de la Sección de Salarios del Departamento de Personal en el oficio No. 201-S-2000 del 3 de abril del 2000, sin efectuar el procedimiento administrativo correspondiente. CL
5929-06. DESPIDO POR REESTRUCTURACIÓN EN EL MEIC. Alega el recurrente que se reorganizó la Dirección General de Pequeña y Mediana Empresa del Ministerio de Economía, por lo que se le informó que se prescindiría de sus servicios. Señala que se le ha indicado que su perfil no se ajusta al definido para las clases de puestos que se requieren en dicha Dirección. Consta que el proceso de reestructuración fue autorizado por las autoridades competentes y se encuentra a derecho. SL
DERECHO PENAL

7793-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que las resoluciones que mantienen como medida cautelar la prisión preventiva de éstos carecen de fundamentación, tanto la del Juzgado como la del Tribunal que resolvió la apelación. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
7791-06. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA DE OFICIO EN LA ETAPA DE DEBATE. Alega el recurrente, que el Tribunal accionado ordenó su prisión preventiva por el plazo de seis meses al tenor de lo establecido en el numeral 329 del Código Procesal Penal, numeral  que estima indebidamente aplicado en este caso, la medida cautelar se impuso sin que mediara gestión del Ministerio Público actuando de oficio y comprometiendo el principio de objetividad,  la autoridad accionada prorrogó la prisión preventiva del amparado por seis meses adicionales, aplicando en esta ocasión nuevamente el numeral 329 del Código Procesal Penal.  Que el acusado se encuentra actualmente en debate y no se ha dictado sentencia en su contra. SL 

7789-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que se dictó prisión preventiva en su contra, estando prescrita la causa, además, la prisión preventiva venció y aún así, se le mantuvo detenido por tres días sin resolución que fundamentara la medida, posteriormente, se dictó sobreseimiento definitivo y se le puso en libertad. Consta que al amparado se le mantuvo detenido en forma ilegítima. CL
7794-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega la recurrente que al amparado se le mantiene una medida cautelar de prisión preventiva a pesar que padece de un trastorno mental, lo cual estima arbitrario pues se prorrogó la medida sin contar con el resultado de la pericia médica y sin notificarle a la defensa. Consta que el Juzgado recurrido atendió oportunamente su gestión, toda vez que en la resolución que prorroga su prisión preventiva, ordena la remisión del tutelado a la Medicatura Forense para que sea ahí donde se valore su condición y no consta que se dejara en indefensión. SL
7797-06. DETENCIÓN EN EXTRADICIÓN. Alega el recurrente que se ha ordenado ilegítimamente la detención provisional del amparado, por tramitarse diligencias de extradición en su contra y considera que no existen los requisitos esenciales para tramitar el proceso. En cuanto al tema de la detención provisional en materia de extradición, se cita la sentencia número 0926-94. Respecto a los requisitos que aduce el recurrente no se cumplen, el amparado deberá plantear sus reparos, ante el órgano judicial que conoce del asunto. RF
7610-06. PRISION PREVENTIVA. Alega el recurrente que la resolución que ordenó la prórroga de la prisión preventiva no se encuentra debidamente fundamentada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 239 del Código Procesal Penal con relación al artículo 142 del mismo cuerpo normativo. Apeló la resolución y el Tribunal de Juicio de Guanacaste le da la razón de su apelación a la defensa en cuanto admite que no existía fundamentación de la resolución del Juzgado, pero trató de subsanar el defecto por parte del Juzgado, tratando de fundamentar su resolución violentando el debido proceso, el derecho de defensa y el acceso a la justicia y supliendo la labor que le correspondía al juez de garantías, dando además, una fundamentación contradictoria. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
7256-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Acusa el recurrente que la prisión preventiva que le fue impuesta es ilegítima. Señala que la policía realizó compras controladas sin la presencia del fiscal, defensor y juez, que se violentó la cadena de custodia de la prueba y que existe irregularidades respecto a los billetes marcados, que pudieron ser dejados en la casa de habitación del tutelado por el policía colaborador. Según se tiene por probado la resolución que ordena la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada. Las alegaciones con respecto a la prueba en su contra, son aspectos que deben ser analizados en otra vía, ya que reiteradamente se ha dicho que esta Sala no es una instancia más en el proceso penal, ni le corresponde sustituir a los jueces penales en ejercicio de sus funciones. SL 

7254-06. PRISIÓN PREVENTIVA. ADMISION DE PRUEBA EN AUDIENCIA.  Alega el recurrente que el Tribunal recurrido no admitió la prueba testimonial ofrecida para la audiencia de apelación de la prórroga de la prisión preventiva del amparado y no se pronunció sobre la petición expresa de sustituir la prisión preventiva por una medida menos gravosa. Según consta en este caso el Tribunal señaló las razones por las cuales no admitió el ofrecimiento de prueba testimonial en dicha audiencia y así quedó consignado en el acta de la vista y se constató que si hubo pronunciamiento sobre la solicitud del cambio de medida. SL
7260-06. NIEGAN LEVANTAMIENTO MEDIDA CAUTELAR. Alega el recurrente que solicitó levantamiento del impedimento de salida del país, dictado contra su defendida, quien padece de cáncer pulmonar y debe ser operada, se encuentra internada en el Hospital Calderón Guardia debido a los males que la afectan; sin embargo el Juzgado recurrido rechaza la solicitud aduciendo que no hay razones suficientes para acreditar que la misma padece cáncer pulmonar y por no contar con arraigo en el país que garantice su regreso. Lo anterior, a pesar de que ella ya ha salido del país en varias oportunidades para ser tratada médicamente en Suiza y se ha presentado al despacho judicial a su regreso  para los efectos que se le han requerido.  SL 
7303-06.  PRUEBA EN EL PROCESO PENAL. Alega el recurrente que en la sentencia dictada en su contra por el Tribunal Penal de la Zona Sur, con sede en Golfito, no se observaron las reglas mínimas del debido proceso y derecho de defensa por cuanto se dispuso el uso de la videoconferencia ante la imposibilidad de la presencia del denunciante y que no existe en la legislación norma que autorice el uso de la videoconferencia. Señala la Sala que no lo planteado son extremos que escapan a su competencia y que serían propios para ser reclamados y alegados en la sede penal. De manera que no puede esta Sala, por ser ajeno a su competencia, suplir a la jurisdicción ordinaria y actuar como alzada en la materia, pues aún cuando el amparado se encuentra privado de su libertad, el fundamento de esa condición es la existencia de una sentencia judicial firme dictada por los tribunales competentes, que no puede en forma alguna ser cuestionada en esta sede. Se citan las sentencias 1280-91, 2616-91 y 1259-97, en donde la Sala ha establecido que el recurso de hábeas corpus no procede cuando la prisión se origina en el descuento de una sentencia firme, por lo que debe hacer sus alegaciones ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. RP
7164-06. PRISION PREVENTIVA DICTADA SIN PLAZO. Alega el recurrente que la causa penal que se tramita contra los recurrentes fue recibida hace 11 años durante todos estos años se han dictado una serie de medidas cautelares tales como impedimento de salida y prisión preventiva en contra de los amparados. Que, actualmente el Juzgado Penal recurrido revocó la prórroga extraordinaria, se ordenó auto de procesamiento y se dictaron, nuevamente,  las medidas cautelares de prisión preventiva e impedimento de salida del país, sin que dicha resolución se encuentre debidamente fundamentada, violentando, además, los principios de proporcionalidad y razonabilidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso sin ordenar la libertad, únicamente, en lo que respecta a un proceso en un plazo razonable o una justicia pronta y por no haberle fijado un plazo a la prisión preventiva. Se le ordena a la Juez Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en funciones de Juzgado de Instrucción, fijar plazo a la prisión preventiva dispuesta en la resolución de las 16:00 hrs. del 9 de diciembre del 2005. En lo demás, se declara sin lugar. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas, salvan el voto y declaran con lugar el recurso en todos sus extremos y ordenan la libertad de los imputados. CL Parcial
6738-06. INDAGATORIA EN CADA DELITO Y FALTA DE OPORTUNIDAD DE CONCILIAR O SOMETERSE A UN PROCESO ABREVIADO. Consulta Judicial de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que a) no forma parte del debido proceso un derecho a conciliación o al proceso abreviado; b) las infracciones que puedan haber ocurrido al realizarse la primera indagatoria no afectan por sí mismas el debido proceso que cabe proteger a través del proceso de revisión de la sentencia penal por infracción al debido proceso, recogido en nuestra actual legislación procesal penal. Evacuada.

6715-06. ACCESO A EXPEDIENTE JUDICIAL. Alega el recurrente que no se le da permiso para salir del Centro Penal donde está recluido por falta de pago de la pensión alimentaria, para fotocopiar el expediente en donde figura como demandado alimentario. Considera la Sala que aún cuando las autoridades recurridas no están obligadas a conceder cualquier exigencia de los privados de libertad, como lo es la solicitud de traslado al despacho judicial, sí es su deber facilitar acceso al expediente donde un detenido figura como deudor alimentario y en este caso, se constata que no se le brindó la ayuda necesaria para que tuviera acceso al expediente. Se declara con lugar el recurso, por violación a los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. En consecuencia, proceda el Juez de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de La Unión a brindar al recurrente acceso al expediente judicial en el que figura como deudor alimentario. CL
6718-056. PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que la prisión preventiva que le fue impuesta, ha superado el plazo máximo y aún se mantiene privado de su libertad. Afirma que el Tribunal de Casación Penal no autorizó la prórroga de la prisión preventiva; sin embargo, la Jueza encargada de la tramitación del asunto prolongó su privación de libertad. Estima la Sala que no tiene razón el recurrente porque la resolución que ordena su prisión preventiva, señala con claridad que el propósito es asegurar la realización del debate, pues se ausentó del primer señalamiento en el proceso, por lo cual no rigen los límites temporales fijados por el Código Procesal Penal (artículo 258), pues la medida  es razonable en tanto tiene como fin asegurar la  celebración del debate. SL
6698-06. NO EJECUTAN ORDEN DE LIBERTAD EN EL MINISTERIO DE JUSTICIA. Alega el recurrente que el Juzgado de Pensiones Alimentarias de San Ramón dejó sin efecto la orden de captura dictada en su contra y en el Centro Penal San Agustín le fue negada su libertad, por lo que estuvo detenido por más de una semana. Se demostró por razones de índole administrativo no fue ejecutada la orden de libertad, desconociendo que se había dejado sin efecto la orden de apremio corporal y violando así el derecho a la libertad del amparado, consagrado en el artículo 37 de la Constitución Política. CL
6689-06. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS. Alega el recurrente que a pesar de que fue sobreseído desde hace muchos años de una causa penal dentro de la cual se había dictado un impedimento de salida en su contra, al intentar salir del país se le informó que dicho impedimento todavía se encuentra vigente, lo cual estima violatorio de su libertad personal. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena el levantamiento del impedimento de salida del país existente contra el amparado, por lo que se le restituye en el pleno goce de su libertad de tránsito si otra causa no lo impide. Tome nota la Dirección General de Migración y Extranjería para lo de su cargo. CL
6332-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala la recurrente que el Juzgado Penal de Heredia, por resolución de las 16:05 hrs. de 30 de enero de 2006, de modo indebido extendió la medida cautelar de prisión preventiva al agraviado más allá del plazo ordinario establecido en el Código Procesal Penal. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en cuanto se dirige contra el Juzgado Penal de Heredia, por haber extendido la medida cautelar de prisión preventiva al tutelado más allá del término de un año regulado en los artículos 257 y 258 del Código Procesal Penal. Lo anterior, sin ordenar la libertad del agraviado, por cuanto el Tribunal de Casación Penal, por medio del Voto N° 2006-0402 de las 11:36 hrs. de 28 de abril de 2006, la prorrogó hasta el 19 de junio de 2006. En lo que atañe al Tribunal de Casación Penal y al Tribunal de Juicio de Heredia se declara sin lugar el hábeas corpus. CL
6287-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Se alega falta de fundamentación en orden de prisión preventiva dictada contra el recurrente. Contrario a lo que afirma el recurrente, la Sala considera que la prisión preventiva dictada se encuentra debidamente fundamentada.  SL
6250-06. EXTRADICIÓN. Alega el recurrente que lo van a extraditar sin advertir al Gobierno solicitante que no puede juzgarle por delitos diferentes al del objeto de la extradición. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese a las partes. SL
5977-06. PRISION PARA DELITOS DE INJURIAS O CALUMNIAS COMETIDOS POR MEDIO DE LA PRENSA. Se declara sin lugar la acción, con el voto salvado de la Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas.  Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 7 de la Ley de Imprenta, número 32 del 12 de julio de 1902, específicamente la frase "Los responsables de delitos de calumnia o injuria cometidos por medio de la prensa, serán castigados con la pena de arresto de uno a ciento veinte días". La norma se impugna en cuanto, en criterio del accionante, la pena de arresto establecida en la norma cuestionada (equivalente a prisión, según jurisprudencia de la Sala Tercera), es más gravosa que la que para la misma conducta señala el Código Penal en los correlativos artículos 145, 146 y 147, dando lugar por ende a una desigualdad, fundada -de manera injustificada- en el distinto medio empleado. Además, al establecer una pena privativa de libertad (en vez de la multa que corresponde en las hipótesis del Código Penal), se coarta la libertad de expresión en general y la libertad de prensa en particular, al obligar a estos medios a limitar o censurar previamente los contenidos que publican, en detrimento del libre y amplio debate y la confrontación de ideas que deberían caracterizar a una sociedad democrática. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. SL
5974-06. INTERVENCIONES TELEFONICAS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley número 7242 que reformó el artículo 24 de la Constitución Política y la Ley 7425 y sus reformas, denominada “Ley de Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las Comunicaciones”. Alega el recurrente que la reforma del artículo 24 de la Constitución Política, efectuada por la Asamblea Legislativa mediante Ley N° 7242 del 27 de mayo de 1991, restringió el derecho a la intimidad, la privacidad y el secreto de las comunicaciones, permitiendo que fuese posible intervenir comunicaciones orales. Se trata de una reforma inconstitucional, pues para realizar una modificación de esa naturaleza y permitir mediante una ley especial la intervención de las comunicaciones orales se necesitaba una asamblea constituyente y no una reforma parlamentaria. RF
5968-06. DETENCIÓN POR ERROR. IDENTIDAD DEL IMPUTADO. Alega el recurrente que un oficial de la Sección de Capturas del Organismo de Investigación Judicial, se presentó a su lugar de trabajo y procedió  a detenerlo con el argumento de que existía una orden de captura en su contra por el delito de resistencia gravada a la autoridad y que por ende, debía remitirlo a las cárceles del Organismo de Investigación Judicial. Que fue ubicado en una celda junto con otros reos y con posterioridad no sólo fue reseñado, sino también se le tomó declaración indagatoria. Que con posterioridad, se le indicó que había un error y que era otra persona a la que andaban buscando. CL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

7514-06. NIEGAN PRÓRROGA DE VISA. Alega la recurrente que solicitó prórroga de la visa de refugiada que le fue otorgada el trece de febrero del dos mil seis. Sin embargo, por resolución número 135-5840-Administrativa, su solicitud le fue denegada y se ordenó su expulsión. Que además en dicha resolución se le indica que no tiene posibilidad de recurrir dicha decisión. Que para tomar dicha decisión, no se tomó en cuenta que tiene estatus de refugiada. Se constató que la recurrente había cancelado su status de refugiada e ingresó al país nuevamente con visa de turista y en esa condición solicitó la prórroga de la visa, que le fue negada por Migración. SL
7301-06. NIEGAN RESIDENCIA. Alega la recurrente que a su esposo le fue rechaza la solicitud de residencia aduciendo que la actividad que éste pretende realizar desplaza mano de obra costarricense, sin que exista un fundamento técnico para  arribar a esa conclusión y que se pretende desconocer ahora el vínculo matrimonial que le une con el amparado. Consta que la Dirección General de Migración denegó motivadamente la solicitud de residencia del amparado. Se reitera el criterio emitido en las sentencias número 1312-99 y 15496-05, en donde se indicó que la ley reconoce para efectos de residencia el vínculo matrimonial con costarricense, excluyendo en consecuencia, la posibilidad cuando el vínculo sea con un extranjero con condición de residente permanente. SL
7140-06. NIEGAN VISAS A FAMILIARES. Alega el recurrente que la Dirección General de Migración le niega visa de turista a sus familiares. Según antecedentes de esta Sala, reiterando que el  otorgamiento de visa de turista es un acto discrecional de la Dirección General de Migración de conformidad con las  políticas migratorias dispuestas por el Estado Costarricense y que la denegatoria acusada se encuentra fundada  en el artículo 35 inciso ch) de la Ley General de Migración y Extranjería, se declara sin lugar el recurso. SL
6280-06. ENTREGA DE CERTIFICADO DE ANTECEDENTES EN CONSULADO DE COSTA RICA EN COLOMBIA. Se declara sin lugar el recurso, con el voto salvado de los Magistrados Calzada, Vargas y Araya. Alega la recurrente que las autoridades del Consulado de Costa Rica en Colombia, le negaron la entrega del certificado de antecedentes penales de Colombia de un familiar, - lo que es necesario para legalizar su condición migratoria en Costa Rica -. Alega además malos tratos por parte de los recurridos. Los hechos denunciados no fueron constatados por la Sala, porque ni siquiera consta que al momento de interponer el amparo, haya cumplido los requisitos  para el trámite de autenticación de documentos y cuando los cumplió, se le entregó el referido documento.  Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

6731-06. VOTO PARA DISCAPACITADOS. Se rechaza de plano la acción con el voto salvado de los Magistrados Vargas y Cruz.  Acción de Inconstitucionalidad de la Fundación para el Progreso de las Personas Ciegas en contra del Decreto 17-2005 del Tribunal Supremo de Elecciones. Acusan que el Tribunal Supremo de Elecciones no cuenta con máquinas del sistema braille para que ciegos emitan su voto. Se rechaza de plano la acción. Se rechazó por falta de requisitos, la Asociación recurrente tenía la personería vencida. Los Magistrados Vargas y Cruz salvan el voto y ordenan dar curso a la acción. RP
FAMILIA
7262-06. MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por Yashin Castrillo Fernández contra el artículo 14 inciso 6) del Código de Familia. La norma se impugna en cuanto establece que es legalmente imposible el matrimonio entre personas del mismo sexo. Considera el accionante que dicha disposición resulta contraria al principio de igualdad, así como al principio de libertad previsto en el artículo 28 de la Constitución Política, pues otorga un trato discriminatorio a las parejas de un mismo sexo que quieren formalizar legalmente su relación a través del matrimonio. La mayoría de la  Sala concluyó, que la imposibilidad legal para que personas del mismo sexo contraigan matrimonio, contenida en la normativa impugnada, no lesiona el principio de libertad previsto en el artículo 28, ni el contenido del numeral 33, ambos de la Carta Política, toda vez que las parejas heterogéneas no están en la misma situación que las parejas homosexuales, por lo que no procede la aplicación de la normativa desarrollada para el matrimonio, en los términos en que está actualmente concebido en nuestro ordenamiento constitucional. También se descartó el roce constitucional porque no existe impedimento legal para la convivencia entre homosexuales, y la prohibición contenida en la normativa cuestionada se refiere específicamente a la institución denominada matrimonio. Por otra parte, la mayoría de Sala consideró que en realidad existe ausencia de una regulación normativa apropiada, que regule ese tipo de uniones, sobre todo si reúnen condiciones de estabilidad y singularidad, porque un imperativo de seguridad jurídica, si no de justicia, lo hace necesario y que es el legislador derivado el que debe plantearse la necesidad de regular, de la manera que estime conveniente, los vínculos o derechos que deriven de este tipo de uniones.  Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Vargas salva el voto, y declara con lugar la acción con sus consecuencias. El Magistrado Jinesta salva el voto, y declara con lugar la acción, por lo que admite el matrimonio entre personas del mismo sexo, dejando a salvo algunos efectos jurídicos, tales como la adopción de menores de edad y la patria potestad compartida de estos. Notifíquese. El Magistrado Cruz pone nota. SL
REGISTRO CIVIL

7721-06. CAMBIO DE APELLIDOS. Alega la recurrente que sin haberle notificado personalmente de un proceso iniciado de oficio por el Registro Civil en su perjuicio, se emitió acto final en dicho proceso mediante el cual se ordenó cambiar sus apellidos, sin que exista un motivo o decisión judicial que así lo ordenara. Consta que a la recurrente se le dio audiencia y oportunidad de defensa. La decisión del cambio de apellido obedece al cumplimiento y respeto de la presunción de paternidad que recoge el artículo 69 del Código de Familia, presunción legal que, por su carácter impositivo, hace a los órganos electorales en materia de registros, velar siempre por su debida y correcta aplicación. SL
INTIMIDAD

7954-06. INFORMACION CREDITICIA. Alega la recurrente que la empresa TRANSUNION COSTA RICA S.A. (TUCR S.A.) consigna datos falsos sobre su situación crediticia y tiene exceso de información personal que no tiene relación con esa situación en su base de datos. Asimismo acusa la violación a su derecho de  petición se considera violado, porque ni esa empresa, ni el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, ni la Caja Costarricense de Seguro Social han contestado sus gestiones en las que les pidió una explicación y solución al hecho de que se consignaran juicios en su contra en los cuales no figura como demandada y, en el caso de la Caja, sobre la inexistencia de un juicio en su contra incoado por esa institución. Se declara con lugar el recurso por violación del derecho de petición y pronta resolución, contra el Banco Popular y de Desarrollo Comunal y la Caja Costarricense de Seguro Social; por violación del derecho fundamental a la autodeterminación informativa, contra la empresa Transunión Costa Rica TUCR, Sociedad Anónima. Se previene al representante de la empresa Transunión Costa Rica TUCR, Sociedad Anónima, que no debe incurrir en actos u omisiones iguales o semejantes a los que dieron mérito para acoger el recurso. CL
6582-06. BCR MANTIENE EN CONDICION DE MOROSO A PERSONA QUE CANCELO DEUDA. Señala el recurrente que el Banco de Costa Rica lo mantiene en su base de datos en condición de moroso, por una operación de crédito suscrita el 4 de noviembre de 1990, con vencimiento en noviembre de 2003, la cual canceló totalmente el 9 de setiembre de 1992. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Gerente General del Banco de Costa Rica, que elimine inmediatamente de la base de datos del Banco la información concerniente a la operación de crédito que originó la condición de moroso del amparado y lo certifique mediante documento idóneo. Los datos existentes con relación al amparado deben eliminar por completo cualquier referencia a esa operación y a su anterior estatus de morosidad. CL
6314-06. ACCESO A EXPEDIENTE PERSONAL DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que fue suministrado su expediente personal al abogado del Sindicato UNATROPYT para que lo fotocopiara. Considera la Sala que, si bien existen datos que son de interés público, también hay datos que son de carácter privado, que deben ser custodiados por la administración de manera apropiada a fin de no lesionar el derecho a la intimidad del amparado, como es el caso de su domicilio, el resultado del examen físico y la entrevista que se le realizó a su ingreso a la Dirección General de Tránsito, en la que se consigna información sobre su familia y sus padecimientos. Se hace un análisis del acceso a la información de los funcionarios públicos. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la infracción del numeral 24 de la Constitución Política. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
CIVIL

7964-06. NO SE ADMITE APELACION CONTRA ADMISION DE PRUEBA. Acción de Inconstitucionalidad. CANON LATIN AMERICA Inc., en contra del Código Procesal Civil, artículo 329.Se acusa que la norma impugnada impide a la parte en un proceso judicial recurrir en alzada contra las resoluciones que admitan pruebas ofrecidas por la contraria. Ese acto, en su criterio, puede llegar a causar un efecto que no puede esperar a corregirse en sentencia, ya que la admisión de una prueba ilegal o que contraría los preceptos de rito implicaría crear un conocimiento erróneo o de origen ilegal en el juzgador al momento de dictar el fallo y, por consiguiente, tendría un efecto que lesionaría a la parte perjudicada. El tema ya fue analizado por la Sala en la sentencia número 6368-93, por lo que procede rechazar por el fondo la acción. RF

LIBERTAD DE TRANSITO

7706-06. RETENCIÓN DOCUMENTO DE IDENTIDAD EN INSTITUCION PÚBLICA. Alega la recurrente que para ingresar a las instalaciones del Conservatorio Castella, se le exige  entregar y depositar un documento de identidad. Esta Sala ya ha tenido oportunidad de analizar este tema, sea, la posibilidad de las administraciones públicas de exigir -por razones de seguridad- a los particulares que depositen la cédula de identidad u otro documento de identidad, mientras se encuentren dentro de dependencias o instalaciones públicas. Se cita la sentencia3582-00. RF
MINORIAS
7798-06. CONCESIONARIOS DE AUTOBUSES DEBEN CUMPLIR CON LA LEY 7600 Y AUTORIDADES DEL MOPT TIENEN EL DEBER DE APLICAR LAS MULTAS.   Alegan los concesionarios de servicios de transporte público, la inconstitucionalidad del artículo 66 de la ley 7600 que sanciona con multa de diez mil a treinta mil colones a los concesionarios de transporte público que incumplan las regulaciones establecidas en esa ley sobre el derecho de toda persona de utilizar  el transporte público, situación que les obliga a  realizar las adaptaciones correspondientes a las unidades dentro del plazo fijado al efecto por la norma -tres meses, que han sido sobradamente excedidos en estos casos- so pena de no conceder o prorrogar las concesiones y acusan que la Viceministra de Transportes "amenaza" de aplicar la referida disposición a los concesionarios del transporte remunerado de personas que no hayan hecho dentro de las unidades adaptaciones para que las personas discapacitadas puedan utilizarlas. El amparo se rechaza, por cuanto: a. No existen actos de aplicación individual de la norma y según lo dispuesto en el 30 inciso a) de la Ley que rige esta jurisdicción, no procede el amparo contra leyes u otras disposiciones normativas. b. Con independencia de estructura de la  sanción  establecida en el numeral 66 de la Ley 7600 es lo cierto que ese cuerpo normativo establece obligaciones concretas para los concesionarios  en torno a la  adaptación de unidades garantizando de esta manera la universalidad y esa norma de orden público debe ser implementada por todos los concesionarios so pena de perder la concesión y las autoridades competentes, de conformidad con el artículo 140 inciso 8) de la Constitución Política y la Ley General de Administración Pública, deben actuar diligentemente -con independencia del plazo del contrato- asegurándose el ajuste del servicio al cambio legal -que ya lleva diez años de haberse efectuado- y que todos los usuarios -sin discriminación alguna- tengan acceso al referido servicio público. c. De manera alguna puede admitirse que el concesionario resuelva facultativamente cumplir con una norma de orden público debiendo las autoridades competentes garantizar la inmediata efectividad de la ley incluyendo -si fuere necesario- la intervención del servicio y cualquier otra medida cautelar que sea aconsejable en tanto se tramita la caducidad de la concesión.  Se rechaza de plano el recurso. Notifíquese esta sentencia al Viceministro de Obras Públicas y Transportes y al Consejo de Transporte Público para lo de sus cargos.  RP    
7592-06. NIEGAN INGRESO DE PERSONA NO VIDENTE CON PERRO GUIA EN AUTOBUS. Alega la recurrente que es una persona no vidente y utiliza para su desplazamiento una perra guía, reclama que el domingo 15 de enero, se encontraba esperando el autobús de la empresa demandada en la parada ubicada en el Bajo de Tapezco, Zarcero, con destino a San José; al llegar la unidad AB2744 permitió que subiera otra persona y cuando se disponía a abordar el conductor arrancó apresuradamente y pese a las señas que ella y que  otra persona le hicieron, el conductor no se detuvo, a sabiendas de que era el último autobús a que tenía acceso en esa parada durante el día. Se declara con lugar el recurso, por la violación del derecho fundamental a la igualdad y no discriminación reconocido en el artículo 33 de la Constitución Política. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se previene a la empresa Transportes San José a Venecia de San Carlos S.A., en la persona de su representante, que no deberá incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron base a la estimatoria de este recurso jurisdiccional. CL
NOTARIADO

7965-06. UBICACIÓN DE LA DIRECCION DE NOTARIADO EN EL PODER JUDICIAL. Acción de Inconstitucionalidad de Enrique Rojas Franco contra el artículo 21 del Código Notarial. La normativa se impugna aduciendo que ubicar la  Dirección Nacional de Notariado en el Poder Judicial, presenta dos inconstitucionalidades fundamentales en primer lugar, por tratarse de una dependencia que realiza una función esencialmente administrativa -referida específicamente al control en el ejercicio de la función notarial, para lo cual, se le confiere de la respectiva potestad disciplinaria de los notarios-, que no coadyuva a la función esencial que por voluntad expresa de los constituyentes, se delegó en este Poder, sea la función jurisdiccional y en segundo  lugar, por estimar que se infringe el principio de la especialidad  presupuestaria, por cuanto, por mandato constitucional expreso (párrafo  segundo del artículo  177 de la Constitución Política), se asigna, al menos  el seis por ciento 6% de los ingresos calculados por el año económico, para  sufragar los gastos del Poder Judicial a fin de que este pueda cumplir el cometido constitucionalmente asignado.  Se declara con lugar la acción. Se anula, por inconstitucional, lo siguiente: a) del artículo 21 del Código Notarial, Ley No. 7764 del 17 de abril de 1998 la frase que indica "(...) dependencia del Poder Judicial (...)" y, "(...) según lo establezca internamente la Corte Suprema de Justicia", b) del artículo 6 de esa misma norma las dos frases que rezan "(...) al Poder Judicial (...)". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan en el tiempo los efectos de la presente declaratoria de inconstitucionalidad, de modo que la Dirección Nacional de Notariado continuará adscrita al Poder Judicial, únicamente, por el plazo de tres años, contado a partir de la publicación de esta sentencia. Antes de la expiración de esa fecha, la Asamblea Legislativa deberá definir a que ente u órgano público adscribe la Dirección de Notariado, así como efectuar los ajustes legislativos en el Código de la materia para determinar el procedimiento de nombramiento y el órgano que designa al Director. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa para lo de su cargo. CL
7963-06. RECURSO DE CASACION EN PROCESOS CONTRA NOTARIOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial. La norma se impugna en cuanto limita y restringe la posibilidad de impugnar el fallo ante el Tribunal de Casación Penal, quedando supeditada esa posibilidad a la voluntad del denunciante, pues si éste no interpone pretensión resarcitoria, limita y deniega el derecho del denunciado a la doble instancia o a la tercera instancia rogada, derechos que pertenecen al denunciado y no pueden ser limitados por la voluntad del denunciante. Se rechaza de plano por falta de requisitos y se indica que el punto fue analizado por la Sala en la sentencia número 4867-04. RP
5964-06. CASACION EN MATERIA NOTARIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 141 y concordantes; y 158 del Código Notarial. Limitaciones al recurso de casación en procesos disciplinarios contra notarios públicos. RF
PODER EJECUTIVO
7625-06. RECORTE PRESUPUESTARIO REALIZADO AL MINISTERIO DE SALUD.  Alega el recurrente que en los últimos años, el Ministerio de Salud ha sido objeto de reducciones en el aporte presupuestario por parte del Ministerio de Hacienda, lo cual afecta a ese Despacho en su totalidad y, por ende, al interés superior de la población en general, sea el derecho a la salud. Asimismo, con base en sus necesidades, el Ministerio de Salud ha solicitado reajustes a su presupuesto asignado, mismos que han sido aprobados por la Asamblea Legislativa, pero Hacienda no ha girado los fondos respectivos al Ministerio de Salud, por lo que se ha visto forzado a limitar recursos en el funcionamiento de diversos programas de salud, tanto preventivos como curativos; específicamente en la lucha contra el dengue y malaria, poniendo en riesgo la salud de los habitantes. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Ministerio de Hacienda. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se previene al Ministro de Hacienda, girar inmediatamente la totalidad de los recursos presupuestados para el Ministerio de Salud en la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario y en las leyes presupuestarias venideras. CL
5979-06. NO ENTREGAN FONDOS A FODESAF PARA VIVIENDA, SALUD, ALIMENTACION EDUCACION E INDIGENCIA. Acusa el recurrente que mediante Ley No. 6914, se le asignó al FODESAF el 20% del Producto del Impuesto General sobre las ventas, con el fin de financiar programas para atender las necesidades de vivienda, salud, alimentación, educación e indigencia. Menciona que en la presente Administración no se han girado los recurso propios del fondo y  al desproveerse de contenido financiero al Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, mediante la omisión del Ministro de Hacienda y de los demás funcionarios recurridos, al concurrir con su inacción ante dicha omisión, al no girar los recursos económicos previstos tanto la Ley N° 5662, de creación del FODESAF como en la Ley de Presupuesto Ordinario de la República para el período 2004 – 2005. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se previene a los servidores recurridos no incurrir a futuro en las omisiones que dieron mérito a la estimatoria del amparo. La Magistrada Calzada pone nota. CL
5978. NO ENTREGAN FONDOS A FODESAF PARA BONOS DE VIVIENDA. Alega el recurrente que el Ministerio de Hacienda no giró recursos a FODESAF, por lo que se determinó que el BANHVI no tendrá los recursos necesarios para atender sus programas, por lo que se han paralizado los trámites de bono de vivienda, a pesar de lo indicado por las autoridades del Gobierno. Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se previene a los servidores recurridos no incurrir a futuro en las omisiones que dieron mérito a la estimatoria del amparo. La Magistrada Calzada pone nota.  CL
PODER JUDICIAL

6344-06. NOTIFICACIONES PERSONALES. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley de Notificaciones, Citaciones y otras Comunicaciones Judiciales, artículo 2 inciso 3). Frase que dice: “…únicamente como actividad previa”. Se limita la notificación personal a la llamada a confesión, únicamente cuando es actividad previa. RF
6035-06. NO RESUELVEN DENUNCIA PLANTEADA. Se declara con lugar el recurso, con el voto salvado del Magistrado Sosto. Alega el recurrente que presentó una denuncia ante la Corte Plena, para solicitar una investigación a lo interno del Poder Judicial  y  no se le ha dado respuesta, dejándolo en una desprotección absoluta, permitiendo que lo denunciado transcurra con las mismas anomalías. Tal silencio e inacción constituye a su juicio violación del principio de la tutela judicial efectiva, acceso a la justicia y derecho de pronta respuesta.  Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. El Magistrado Sosto salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
5917-06. MORA JUDICIAL. El amparado reclama la violación al principio de justicia pronta y cumplida, en virtud de que la Sala Tercera no ha resuelto el procedimiento de revisión de sentencia interpuesto desde el 11 de noviembre del 2003. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Certad y Salazar salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
PRIVADOS DE LIBERTAD
7941-06. CONDICIONES EN CENTRO PENITENCIARIO GERARDO RODRIGUEZ. Contra condiciones del CAI Gerardo Rodríguez Echeverría, en donde no todos los privados de libertad tienen un lugar donde dormir. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez E., proveer de inmediato camas a los dieciséis privados de libertad del centro penal que no tienen o realizar los cambios necesarios a fin de que no quede un solo privado de libertad sin cama. CL
7617-06. UTILIZACIONI DE GASES PARA CONTROLAR A PRIVADOS DE LIBERTAD. Alega el recurrente que un agente de seguridad, utilizó algún tipo de gas para aplacar un problema que se presentó entre otros dos privados de libertad, en el ámbito B del Centro de Atención Institucional La Reforma, donde se encuentra recluido.  Manifiesta que esa situación lo afectó, directamente, ya que dicho agente le aplicó gas en los ojos y, en consecuencia, se le pusieron rojos y se le quemaron, además, casi no podía respirar.  Igualmente, alega que le negaron la atención médica que solicitó. Se declara con lugar el recurso, por vulneración de la dignidad humana y los derechos fundamentales del amparado a la salud y no ser objeto de tratamientos crueles y degradantes; cualquier utilización del gas mostaza (mostaza azufrada) contra una persona y, en particular, su uso para reducir a impotencia a un privado de libertad es violatorio del Derecho de la Constitución y los instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos; el uso del gas CN es igualmente violatorio de los derechos y libertades fundamentales. En consecuencia, se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, y al Director General de Adaptación Social, que dispongan lo pertinente a fin que en ningún caso sean utilizados los gases mostaza y CN y cualquier otro que tenga iguales o similares efectos sobre las personas, en ese centro penitenciario; además, deberán brindar capacitación al personal de seguridad del centro penitenciario en cuanto al uso de los dispositivos de gases irritantes permitidos. CL
7298-06. UTILIZACIÓN DE ESPOSAS EN CENTROS PENITENCIARIOS. Alega el recurrente que en el Centro de Atención Institucional recurrido es práctica generalizada trasladar a los privados de libertad con esposas,  ya sea a una entrevista, visita, clase de estudio o cita médica, pese a los mecanismos de seguridad existentes en el Centro Penal para garantizar la retención. Que como esa medida no se aplica en todos los casos, se pone en desventaja a ciertos privados de  libertad con respecto a otros, por cuanto al estar esposado son vulnerables a los ataques de otros privados de libertad. Se reitera el criterio de la Sala en el sentido de que el funcionamiento del sistema penitenciario exige el uso de ciertas medidas para mantener tanto la seguridad como la custodia de las personas sometidas a pena de prisión, así como su propia integridad o la de terceros, de manera que el uso de esposas metálicas, en ciertas circunstancias, resulta no solo conveniente sino hasta necesario. Se cita la sentencia 2782-03. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Araya salvan el voto y dan plazo al recurrente para presentar acción de inconstitucionalidad de la normativa aplicada. SL
6348-06. ATENCION MÉDICA A PRIVADO DE LIBERTAD. Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad, es discapacitado y tiene varios problemas crónicos que afectan su salud  por lo que requiere  además una alimentación apropiada. Por su discapacidad, que le impide correr como los otros internos para obtener una cita de las 20 diarias y no se le ha querido atender a pesar de sus gestiones, con lo cual estima lesionan sus derechos fundamentales a la salud.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, adoptar las medidas de coordinación pertinentes para que cuando un recluso bajo sus custodia que padece una enfermedad crónica sea trasladado a otro centro, ese estado de salud sea del conocimiento de las autoridades penitenciarias y de salud del último, a fin de garantizarle una atención médica continua y regular. CL
5898-06. ATENCION MÉDICA INADECUADA PARA PRIVADO DE LIBERTAD. Privado de libertad con una enfermedad grave, acusa que el Centro Penitenciario en donde se encuentra, no tiene las condiciones para asegurar su tratamiento. Solicita que se le cambie la medida cautelar de prisión preventiva por otra. Se declara con lugar el recurso únicamente en lo que respecta al derecho a la salud. En consecuencia, se le ordena al Director y Coordinador del Centro de Atención Institucional de San José, que dispongan lo necesario para que se le brinde al recurrente el tratamiento prescrito por los médicos de la Caja Costarricense de Seguro Social que requiere -dosis y frecuencia- para su padecimiento. En lo demás, se declara sin lugar. CL
SERVICIOS PUBLICOS
7508-06, 7521-06. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA A FAMILIAS EN MONTEVERDE. Alegan los recurrentes que funcionarios del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía desconectaron una toma de agua proveniente de Quebrada Cuecha cortando de esa forma el suministro de agua potable a todo el Barrio Central de Monteverde, por lo que consideran lesionado su derecho a la vida, el principio de igualdad y  el debido proceso. Ante denuncia planteada se constató que los recurrentes eran usuarios ilegales de ese recurso hídrico  por lo que se procedió a notificarles sobre el aprovechamiento ilegal en el que estaban incurriendo, se les solicitó que se desconectaran y se les indicó que podrían formular las respectivas solicitudes de concesión, aportando para ello los requisitos correspondientes, pues  no se trata de agua para el consumo humano, a lo cual hicieron caso omiso. SL
7593-06. DEFICIENCIAS EN LA PRESTACION DEL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Alega la recurrente que la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, le cobra todos los meses por la prestación del servicio de suministro de agua potable, cuando lo cierto es que desde hace tiempo no tiene agua. Que ha planteado su situación ante los funcionarios de la recurrida y no le solucionan el problema con el consecuente perjuicio para su salud, ante la falta de agua potable. Se analiza reitera el criterio de la Sala sobre el derecho fundamental al buen funcionamiento de los servicios públicos. Sentencia 7532-04. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al gerente general de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, que dentro del término de quince días hábiles, contados a partir de la comunicación de esta resolución, elimine en forma definitiva las interrupciones del servicio de agua potable en la comunidad de Guararí de Heredia. 

7221-06. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA POR DEUDAS PENDIENTES. Alega el recurrente que arrienda una casa de habitación, cuyo dueño tiene deudas pendientes con la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, por el servicio de agua y le fue suspendido el servicio dejando las fuentes de agua pública muy largo del lugar donde viven. Reiteradamente esta Sala ha indicado que el suministro de agua potable no es gratuito y que quienes disfrutan del mismo, están obligados a satisfacer el costo del servicio. En caso que el interesado no satisfaga su costo, el ente administrador correspondiente tiene la posibilidad de suspender el suministro, siempre y cuando exista a disposición de las personas una fuente pública ubicada a una distancia razonable. Lo anterior en virtud del problema de salud pública que puede originar el total desabastecimiento del agua para una familia y, por extensión, para la comunidad. Se cita la sentencia 2732-03. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto se dirige contra la omisión de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia Sociedad Anónima de colocar una fuente pública de agua potable a 100 metros de la propiedad que habita el amparado cuando se efectuó la suspensión del servicio. En consecuencia, se ordena al Gerente General de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia, disponga y haga ejecutar lo necesario para que inmediatamente, se ponga a disposición del amparado una fuente pública de agua a una distancia razonable de la propiedad que habita el amparado. CL
05-009573. 6529-06. SE ACUSA LA SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA. Alega el recurrente que arbitrariamente y sin procedimiento legal alguno les suspendieron el suministro de agua potable a 19 familias que se abastecen por medio del acueducto Calle La Plaza en Aserrí. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y a al representante del Comité Administrador del Acueducto Barrio San José la Plaza, respectivamente, lo siguiente: a) Al primero, que en el término improrrogable de un mes contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas correspondientes a fin de solucionar de manera definitiva el problema de abastecimiento de agua del Acueducto de Barrio San José de San Gabriel de Aserrí (Calle Orozco); b) Al segundo, garantizarle a la Asociación Administradora del Acueducto Rural y Alcantarillado Sanitario de Barrio San José de San Gabriel de Aserrí, ejercer los permisos de explotación del agua para suministrarla a la respectiva localidad. CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
6581-06. SE ACUSA QUE NIEGAN ARRENDAMIENTO EN MARINA A EMBARCACION COSTARRICENSE. Acusa el recurrente que le fueron negadas sus solicitudes de atraque de su embarcación en la Marina Los Sueños, situada en Playa Herradura-Jacó, considera que se debió a que su embarcación ostenta bandera costarricense y que no posee condominio aledaño a la Marina, lo cual considera como un trato discriminatorio que violenta el principio de igualdad. Considera la Sala que no es cierto que se haya dado una violación al principio de igualdad, pues la denegatoria se basó en que el accionante no aceptó las tarifas aplicables para su embarcación y por la falta de espacio apropiado en el área comercial de la Marina, para alojar una nave de características tan particulares como la del recurrente. Asimismo, quedó demostrado que existen 72 embarcaciones de bandera nacional que gozan de un espacio en la Marina, y la mayoría de los propietarios de estos botes no poseen condominios aledaños a la Marina. SL
6547-06. SUSPENSION DE SERVICIOS PUBLICOS POR PARTE DEL ARRENDATARIO. Alega la recurrente que la suspensión de los servicios de agua potable y electricidad por parte del recurrido, que es el representante de la sociedad propietaria del inmueble que arrienda, es con el único fin de obligarla a desalojar ese bien. Considera la Sala que los recurridos deben acudir a los mecanismos procesales existentes en el ordenamiento jurídico para el desalojo de la recurrente y no utilizar la suspensión de esos servicios vitales como un medio para lograr ese fin. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a Michele Trezza Trezza, restablecer inmediatamente los servicios de agua y electricidad en la vivienda que ocupa la recurrente, y abstenerse de volver a incurrir en esa conducta. Se condena a Michele Trezza Trezza al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a la presente declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo civil. CL
MUNICIPALIDAD
7203-06. CIERRE DE CALLE PÚBLICA. Alega el recurrente que un particular, mediante información posesoria, se apropió de la finca municipal y cerró la calle pública, frente a su propiedad, adueñándose también del terreno de la calle y a pesar de sus gestiones el Alcalde Municipal de Alfaro Ruiz se niega informarle la situación legal de la propiedad municipal y proceder a la reapertura del camino público. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Alfaro Ruiz, iniciar en los quince días siguientes a la comunicación de esta sentencia el procedimiento del artículo 33 de la Ley General de Caminos Públicos, y de concluirlo un mes después de iniciado. De esto último y del resultado del trámite deberá informar oportunamente a la Sala. CL
7099-06. MODIFICACION DE PARTIDA ESPECÍFICA. Alegan los recurrentes que la Asamblea Legislativa tramitó una partida específica para la adquisición de un terreno cuyo destino sería la construcción de un nuevo cementerio en la comunidad de Paraíso de Cartago; no obstante lo anterior, el Consejo Municipal acordó modificar el destino del inmueble  y donar una parte a la Caja Costarricense de Seguro Social, para construyera  una nueva clínica para el cantón. En este caso, no se consideró que la Municipalidad de Cartago haya lesionado derecho fundamental alguno de los actores, o de algún otro habitante del cantón, en tanto la medida resguarda intereses y derechos igualmente relevantes de los vecinos. SL
6565-06. NO SE ARREGLA PROBLEMA DE URBANIZACION RECIBIDA POR MUNICIPALIDAD SIN ESTRUCTURA ALGUNA. Señalan los recurrentes que según acuerdo municipal adoptado en sesión 28-98 del trece de abril de mil novecientos noventa y ocho, artículo V, se recibieron las obras públicas de la “Urbanización La Victoria” en Santa Rosa de Santo Domingo de Heredia y expresamente se estableció que las obras se recibirían tal y como estaban construidas en ese momento; sin embargo, a la fecha de presentación del amparo, la Urbanización no cuenta con cordón de caño bien realizado, no tiene calles lastreadas y los parques y áreas de juegos infantiles están sin infraestructura alguna que permitan ser utilizados como tales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Santo Domingo de Heredia, que proceda inmediatamente a coordinar esfuerzos e implantar las medidas necesarias para que en el término improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta resolución, se solucionen definitivamente los problemas que aquejan a los recurrentes por haberse recibido las obras y facilidades comunales de la Urbanización La Victoria en Santa Rosa de Santo Domingo de Heredia, sin que las mismas hubieran estado concluidas. CL
5975-06. COMPETENCIA MUNICIPAL EN TERRENOS DE ZONAS PROTEGIDAS. Acción de Inconstitucionalidad contra del DE 16164 MAG, DE 29019-MINAE, y otros. Alega el recurrente que las autoridades estatales desconocen la competencia de gobiernos locales, para administrar los intereses de los pobladores de su territorio, sustituyendo la administración, la tramitología de los permisos, viciando así las responsabilidades de los municipios. Se rechaza por el fondo el recurso en relación con el Decreto 32753-MINAE. En lo demás, se rechaza de plano. RF y RP
PENSIONES ALIMENTARIAS

7681-06. GESTIONES DE DEFENSORES EN PENSIONES ALIMENTARIAS. Alega la recurrente que en el despacho recurrida se limita a los defensores públicos, la representación de las partes ante Juzgados de Pensiones Alimentarias, pues se pide que deben ratificar las gestiones planteadas por los defensores. Las actuaciones y resoluciones que la recurrente estima ilegales, lo son de un órgano del Poder Judicial en ejercicio de su función jurisdiccional, resulta improcedente que esta Sala se pronuncie sobre los extremos alegados en el recurso, toda vez que –de conformidad con el artículo 30 inciso b) de la Ley que rige esta jurisdicción. RP
7255-06. APREMIO CORPORAL. Alega el recurrente que se decretó en su contra apremio corporal por falta de pago de la pensión alimentaria, a pesar de que se encontraba al día. Según consta el apremio fue decretado, porque el recurrente deposita la pensión alimentaria en la cuenta de ahorros de la acreedora y tiene el deber de reportar los pagos al Juzgado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley de Pensiones Alimentarias, lo cual no hizo y eso motivó que apareciera moroso. SL
5986-06. AUMENTO AUTOMATICO DE PENSION ALIMENTARIA DEBE SER COMUNICADO. Alega el recurrente que se dictó orden de apremio en su contra porque no pagó la pensión alimentaria. Señala que no se le notificó previamente la resolución que ordena el aumento automático de la cuota alimentaria, de manera que no sabe cuál fue el parámetro utilizado por el Juez para aplicarlo y se le causa indefensión. Ha Señalado la Sala, que en aquellos casos donde se dictaron sentencias fijando un monto de pensión alimentaria sin hacer la advertencia correspondiente al aumento de acuerdo al artículo 58 de esta Ley, y se pretende la aplicación de dicho aumento, por tratarse de una norma de orden público y de acatamiento obligatorio, debe en aras del derecho de defensa, comunicar al alimentante la resolución que ordena dicho ajuste. Se cita sentencia #6067-99 de 14:57 hrs. de 4 de agosto de 1999. En este caso concreto se omitió la comunicación al demandado alimentario. Se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto la orden de apremio corporal, decretada por resolución del Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José. CL
5900-06. ORDEN DE CAPTURA ESTANDO PENDIENTE APELACION. Alega el recurrente fue ordenada su captura, a pesar que se encontraban pendientes de resolver los recursos que presentó contra la pensión provisional fijada en su contra y aun cuando había depositado parte de la cuota fijada al serle imposible cancelar la totalidad, lo cual estima violatorio de su libertad personal.  A la luz de lo dispuesto en el párrafo 2, artículo 21 de la Ley de Pensiones Alimentarias, la pensión alimentaria provisional será ejecutable aun cuando no se encontrare firme el auto que la fije. La imposibilidad de pagar el monto fijado, debe ser planteado y resuelto por la autoridad recurrida. SL
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS




SALUD

7788-06. ENTREGA MEDICAMENTOS. Alega la recurrente que en julio de 2005 se le diagnóstico cáncer de seno y en agosto de ese mismo año se le realizó una mastectomía de la mama izquierda. Que consecuentemente se le sometió a quimioterapia, pero, a pesar de ello, la clase de cáncer que padece es agresivo con posible reaparición, por lo que el tratamiento abarca menos del cincuenta por ciento. Que su médico tratante le prescribió el medicamento trastuzumab, a fin de detener o reducir el crecimiento de células cancerígenas, pero la CCSS no se lo de entrega. Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso.  Señala lo siguiente: Si bien en otras oportunidades he sostenido –al igual que la mayoría– que es arbitraria la negativa del Comité Central de Farmacoterapia de conferir al enfermo el medicamento recomendado por su médico tratante, ello así lo he calificado únicamente en los supuestos en que dicha decisión de sustenta en criterios de orden económico y burocrático –sobre el particular, se puede consultar la sentencia Nº 2005-05646 de las 14:36 horas del 11 de mayo del 2005–. Es distinta, sin embargo, la situación que se analiza en el caso presente, en el cual el medicamento pretendido por la tutelada se encuentra en una fase de investigación, según lo expuso el Comité Central de Farmacoterapia. Desde ningún punto de vista puedo admitir que se utilice a los asegurados de la entidad accionada para probar medicamentos que aún no reúnen todos los requisitos de experimentación, obligándoles a asumir sus efectos adversos sin tener certeza sobre los beneficios que supone el consumo, alimentándose injustificadamente la esperanza de la paciente de permanecer en buenas condiciones de salud. Por lo expuesto, en esta oportunidad salvo mi voto, y declaro sin lugar el amparo, pues no es ilegítima la negativa de las autoridades accionadas de brindar a la amparada el medicamento aludido. SL
EDUCACION

7586-06. NIENGAN MATRICULA A MENOR CON DISCAPACIDAD. Alega la recurrente que su hija  es una menor de cuatro años y padece de hemiparecia espástica izquierda, lo que significa parálisis de medio cuerpo leve y mucha espastisidad en sus miembros superiores y más en sus miembros inferiores, lo que le representa una dificultad para caminar, estar de pie, correr una larga distancia o subir gradas; sin embargo, se integra como cualquier otra de su edad al sistema educativo, al cual le encanta asistir. Que el año pasado cursaba maternal y recibía fisioterapia en el Centro de Atención Integral en Goicoechea de Guadalupe. Que debido a que cambió su residencia a Alajuela, se presentó a la Escuela Víctor Argüello Murillo con la finalidad de matricular a su hija en Maternal, pero le indicaron que le faltaban dos días para cumplir con la edad requerida para poder ser matriculada, a pesar de que ya había iniciado su ciclo educativo. Se declara con lugar el recurso. Salvan el voto los Magistrados Cruz y Armijo. Redacta el segundo. Nos separamos del criterio de la mayoría de la Sala, con base en el cual se ordena la continuación del proceso educativo de la amparada, toda vez que el impedimento que se le opuso para hacerlo fue que no contaba con la edad mínima para ingresar y que ya habían transcurrido los plazos reglamentariamente fijados para realizar las pruebas que permiten acreditar que podía acceder al nivel en el cual se solicitó la matrícula. Y es que las disposiciones a través de las cuales el Ministerio de Educación Pública ha regulado la materia obedecen a un afán de armonización de la actividad de ese órgano con abundante jurisprudencia de la Sala, a propósito de las dificultades de inscripción de estudiantes en razón de su edad. Parte de la necesidad de garantizar el derecho a la educación de los estudiantes, comprende contar con reglas ciertas y razonables de organización de los procesos de matrícula, que permitan prestar el servicio en condiciones de eficiencia, igualdad y continuidad. El tema no puede quedar sujeto a las reglas individuales que pretenda imponer cada grupo familiar, so pena de tornar inmanejable e impredecible el trámite. Por esas razones, salvamos nuestro voto y declaramos sin lugar el recurso. SL
7497-06. SUSPENDEN MATRICULA A ESTUDIANTES MOROSOS. Alega la recurrente que en el Colegio María Inmaculada de Moravia, no se permitió el ingreso a sus hijos, por deudas pendientes. Considera la Sala que las entidades de educación privadas, no se encuentran obligadas a prestar sus servicios educativos a los menores amparados, si no se cancela la contraprestación económica a la que se encuentra obligada, en virtud del contrato de matrícula que suscribió voluntaria y oportunamente. Aunado a lo anterior, según lo informado por el Ministro de Educación Pública, no existe limitación temporal para la aplicación de un traslado estudiantil de un centro privado a uno público, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en el Reglamento de Matrícula y Traslados de los Estudiantes, Decreto Ejecutivo No. 31663-MEP del 24 de febrero del 2004. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo pone nota. NOTA SEPARADA DEL MAGISTRADO ARMIJO: Aunque, en términos generales, estoy de acuerdo con el voto de la mayoría, en el sentido de que tratándose de educación privada, ella no es gratuita y la falta de pago de la contraprestación a cargo de los padres del estudiante, permite a la institución, válidamente, negarse a continuar impartiéndole instrucción, interpreto la noción de separación intempestiva de forma diversa de mis compañeros. A mi juicio, interrumpir el proceso educativo durante el curso lectivo, aún si ya se ha finalizado una de sus etapas (trimestre, por ejemplo), lesiona el derecho a la educación del estudiante, cuya integración en una nueva institución en ese momento es evidentemente más difícil que al inicio del curso íntegro. Por otra parte, no debe perderse de vista que el Colegio cuenta con los medios que el ordenamiento jurídico pone a disposición de cualquier persona para hacer efectivos los créditos que sus deudores no honren oportunamente, resultando más grave el perjuicio que se causa al educando, que el que podría percibir la institución acreedora. Considero, por lo tanto, que la decisión de la Sala debió atemperarse bajo esas consideraciones. SL 

